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HONORABLE ASAMBLEA

A las comisiones de Gobernación, Inspectora
de la Auditoría Superior de Michoacán, Jurisdiccio-
nal, de Justicia y de Puntos Constitucionales les
fueron turnadas diversas iniciativas de Decreto por
el que se reforman diversas disposiciones de la Ley
de Fiscalización Superior para el Estado de Michoacán
de Ocampo.

ANTECEDENTES

Primero. En sesión del Pleno de la Septuagé-
sima Tercera Legislatura de fecha 15 de Julio de 2016,
se dio lectura a la Iniciativa con proyecto de Decreto,
por el cual se expide la Ley del Sistema Estatal Anti-
corrupción, la Ley de Responsabilidades
Administrativas; y se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública, de la Ley de Fiscalización Superior, de
la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justi-
cia, del Código de Justicia Administrativa y del Código
Penal, todos del Estado de Michoacán de Ocampo,
presentada por los diputados Mario Armando Mendo-
za Guzmán, Yarabí Ávila González y Xóchitl Gabriela
Ruíz González, misma que fue turnada a la Comisión
de Justicia, en coordinación con las comisiones de
Gobernación, Inspectora de la Auditoría Superior de
Michoacán y Jurisdiccional, para su estudio, análisis
y dictamen.

Segundo. En Sesión de Pleno de la Septuagé-
sima Tercera Legislatura de fecha 3 de noviembre de
2016, se dio lectura a la Iniciativa con proyecto con
Proyecto de Decreto por el que se reforman y adicio-
nan diversas disposiciones de la Ley de Fiscalización
Superior para el Estado de Michoacán de Ocampo, de
la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justi-
cia del Estado de Michoacán de Ocampo, de la Ley
Orgánica de la Administración Pública del Estado de
Michoacán de Ocampo, del Código de Justicia Admi-
nistrativa del Estado de Michoacán de Ocampo, del
Código Penal para el Estado de Michoacán de Ocam-
po, de la Ley de Responsabilidades y Registro
Patrimonial de los Servidores Públicos del Estado de
Michoacán y sus Municipios, de la Ley de la Comi-
sión Estatal de los Derechos Humanos de Michoacán
de Ocampo, del Código Electoral del Estado de Mi-
choacán de Ocampo, la Ley de Transparencia, Acceso
a la Información Pública y Protección de Datos Per-
sonales del Estado de Michoacán de Ocampo, de la
Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Mi-
choacán y de la Ley Orgánica y de Procedimientos del
Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo, pre-

sentada por el Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, misma que fue turnada a
la Comisión de Justicia, en coordinación con las co-
misiones de Gobernación, Jurisdiccional e Inspectora
de la Auditoría Superior de Michoacán, para su estu-
dio, análisis y dictamen.

Tercero. En sesión del Pleno de la Septuagé-
sima Tercera Legislatura de fecha 16 de noviembre de
2016, se aprobó el Acuerdo número 224, en el que se
crea el «Grupo de Trabajo Plural» para el estudio, aná-
lisis, elaboración y formulación del proceso legislativo
para la instauración del Sistema Anticorrupción que
comprende la reforma y armonización de diversos or-
denamientos legales del Estado de Michoacán de
Ocampo, integrado por las comisiones de Goberna-
ción, Inspectora de la Auditoría Superior de
Michoacán, Jurisdiccional, Justicia y Puntos Consti-
tucionales.

Cuarto. En sesión del Pleno de la Septuagési-
ma Tercera Legislatura de fecha 22 de febrero de 2017,
se dio lectura a la Iniciativa con proyecto de Decreto,
por el cual se reforman diversas disposiciones a la
Ley de Fiscalización Superior para el Estado de Mi-
choacán, presentada por la diputada Andrea Villanueva
Cano, misma que fue turnada a la Comisión de Ins-
pectora de la Auditoria Superior de Michoacán, para
su estudio, análisis y dictamen.

Del estudio y análisis realizado por estas co-
misiones, se llegó a las siguientes

CONSIDERACIONES

El Congreso del Estado es competente para
legislar, reformar y derogar las leyes o decretos, con-
forme a lo establecido por el artículo 44 fracción I de
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano
de Michoacán de Ocampo.

Estas comisiones de Gobernación, Inspecto-
ra de la Auditoría Superior de Michoacán,
Jurisdiccional, Justicia y Puntos Constitucionales son
competentes para dictaminar las iniciativas de De-
creto, conforme a lo estipulado en los artículos 79,
82, 84, 85 y 89 de la Ley Orgánica y de Procedimientos
del Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo.

La Iniciativa presentada por los diputados
Mario Armando Mendoza Guzmán, Yarabí Ávila Gon-
zález y Xóchitl Gabriela Ruíz González, sustentó su
exposición de motivos en lo siguiente:

La sociedad michoacana, como la de cualquier otro
Estado, tiene el derecho a exigir y solicitar se le garantice
que el actuar de los servidores públicos se apegue a los
principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad
y eficiencia; al de interés público, de respeto a los dere-
chos humanos, de igualdad y no discriminación, de
igualdad de género, de entorno cultural y ecológico, de
integridad, de liderazgo, transparencia y rendición de
cuentas.

Bajo estos principios y valores, el estado debe
buscar una mejora continua en el funcionamiento de sus
instituciones, garantizar que las acciones del gobierno y
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los servidores públicos se encuentren orientados al co-
rrecto uso de los recursos públicos y a la adecuada toma
de decisiones dentro del estado de derecho, generando
certeza sobre su actuar.

La corrupción es un factor que incide de manera
negativa en el crecimiento social, cultural, económico y
político en el Estado; genera pérdida de confianza en las
instituciones, demora la solución de los problemas socia-
les y la lucha contra la desigualdad.

Como un antecedente, tenemos que la Organiza-
ción para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE)
señala, que la corrupción en el sector público amenaza al
buen gobierno, el desarrollo económico sostenible, a los
procesos democráticos y las prácticas comerciales justas
y, como consecuencia, aumenta el costo de las transaccio-
nes públicas y disminuye la confianza de los ciudadanos
en las instituciones públicas.

Transparencia Internacional elabora anualmente
el Índice de Percepción de la Corrupción (IPC), el cual
muestra los niveles percibidos de corrupción del sector
público en todo el mundo; si bien, como señalan, ningún
país está libre de corrupción, este índice permite en una
escala de cero (altamente corrupto) a cien (sin corrupción),
observar de los 168 países enlistados, la situación de
cada uno de ellos. En el caso de México, en el año 2015,
se posicionó en el lugar 95 con 35 puntos.

Estos indicadores nos permiten enfocarnos en la
realidad de nuestro país, y en la imperiosa necesidad de
actuar, tomando como pilares la integridad, la transparen-
cia y la rendición de cuentas para la construcción de
instituciones fuertes y resistentes a la corrupción.

El Estado mexicano, en la búsqueda de compartir
las mejores prácticas internacionales y como parte de los
compromisos para combatir la corrupción, ha firmado y
ratificado tres importantes convenciones internacionales:
la Convención para Combatir el Cohecho de Servidores
Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Inter-
nacionales de la Organización para la Cooperación y
Desarrollo Económicos (OCDE), la Convención lnterameri-
cana contra la Corrupción de la Organización de Estados
Americanos (OEA) y la Convención de las Naciones Uni-
das contra la Corrupción (UNCAC).

Conscientes de esta realidad, nuestro país ha
trazado ejes dirigidos a atender las demandas de los ciu-
dadanos, fomentando una sociedad global e informada
mediante la consolidación de políticas de transparencia,
combate a la corrupción, el desarrollo de un Gobierno
Abierto, el pleno respeto y efectiva protección de los de-
rechos humanos.

Gracias al consenso en los trabajos legislativos,
se lograron articular los esfuerzos institucionales para
combatir la corrupción con una visión de pesos y contra-
pesos que, apoyados por la transparencia y rendición de
cuentas, representan un elemento fundamental para forta-
lecer la confianza de las personas en las instituciones,
dentro un marco de promoción de la legalidad y las bue-
nas prácticas.

El pasado 27 de mayo de 2015, fue publicada la
Reforma Constitucional que crea el Sistema Nacional Anti-

corrupción; en el Estado el 13 de noviembre de 2015, se
adicionó en la Constitución Política del Estado Libre y
Soberano de Michoacán de Ocampo el artículo 97 ter, que
establece el Sistema Estatal Anticorrupción como una ins-
tancia de coordinación entre las autoridades de todos los
órdenes de gobierno competentes en la prevención, detec-
ción y sanción de responsabilidades administrativas y
hechos de corrupción, así como en la fiscalización y con-
trol de recursos públicos; lo que significa un avance de
relevancia histórica para nuestro país en la lucha contra
la corrupción. Este Sistema se consolidará como eje cen-
tral y pilar en las acciones que emprenda el Estado para
prevenir, detectar y sancionar actos de corrupción. Estas
acciones ya no se harán de forma aislada o fragmentada,
sino a través de un sistema integral y articulado con las
diversas instituciones que lo componen entre las autori-
dades de todos los órdenes de gobierno competentes para
prevenir, detener y sancionar las faltas administrativas y
hechos de corrupción, así como optimizar la fiscalización
y control de los recursos públicos.

La reforma constitucional articula el fortalecimiento
de competencias de las instancias públicas y de la socie-
dad para prevenir y radicar de forma eficiente la corrupción.

El combate a la corrupción, el fomento de la cul-
tura de la transparencia, la rendición de cuentas y la
legalidad, son metas irrenunciables para todos los mexi-
canos que requieren para su cumplimiento no sólo de la
acción constante del Estado, sino de la participación in-
formada, activa y responsable de la ciudadanía.

Es por ello que se asume a nivel constitucional
un Sistema en el que participan servidores públicos y
sociedad civil, factor determinante para alcanzar una ade-
cuada cohesión comunitaria.

Es así, que la presente iniciativa tiene por objeto
dar cumplimiento al mandato constitucional previsto en el
artículo Segundo Transitorio del Decreto por el que se
Reforman, Adicionan y Derogan diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y Segundo Transitorio de la Constitución Política del
Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo, publi-
cada en el Periódico Oficial del Gobierno Constitucional
del Estado de Michoacán de Ocampo de fecha 13 de no-
viembre de 2015, en materia de combate a la corrupción,
fortaleciendo la transparencia y la rendición de cuentas,
la participación ciudadana y su injerencia efectiva en la
vigilancia de las funciones públicas; así como los meca-
nismos contundentes para la prevención, control e
imposición de sanciones a quienes violenten los princi-
pios que rigen el ejercicio de la función pública. Todo ello,
sin dejar de tomar en cuenta que las leyes que regulan la
actividad pública, deben de conciliar, bajo parámetros de
racionalidad y proporcionalidad constitucional, la rendi-
ción de cuentas y la responsabilidad, con el ágil y efectivo
ejercicio de la función que por mandato social y en benefi-
cio de todas las personas, tenemos encomendados todos
los servidores públicos, las reformas planteadas tienen
la encomienda de dotar a las autoridades en materia de
Anticorrupción de elementos para combatirla.

Que la Iniciativa presentada por el Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal, sustento su exposición de motivos en lo siguiente:
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La presente iniciativa propone reformar y adicio-
nar diversas disposiciones de la Ley de Fiscalización
Superior para el Estado de Michoacán de Ocampo, a efec-
to de que la Auditoría Superior de Michoacán, en caso de
que encuentre presuntas responsabilidades a cargo de
servidores públicos o particulares en la revisión que prac-
tique a diversos ejercicios fiscales, formule las
promociones de responsabilidades administrativas o las
denuncias correspondientes.

A la Auditoría Superior también se le faculta para
emitir los lineamientos y procedimientos técnicos, que
deberán observar las entidades fiscalizables para las
auditorías y su seguimiento, procedimientos, investigacio-
nes, encuestas, métodos y sistemas necesarios para la
fiscalización superior, conforme a las leyes y normas que
expida el Congreso del Estado, así como para efectuar
visitas domiciliarias, únicamente para exigir la exhibición
de los libros, papeles, contratos, convenios, nombramien-
tos, dispositivos magnéticos o electrónicos de
almacenamiento de información, documentos y archivos
indispensables para la realización de sus investigacio-
nes, sujetándose a las leyes respectivas y a las
formalidades prescritas para los cateos, así como realizar
entrevistas y

• Practicar auditorías sobre el desempeño en el cumpli-
miento de los objetivos contenidos en los programas
estatales, conforme a los indicadores establecidos en el
Presupuesto de Egresos y tomando en cuenta el Plan In-
tegral de Desarrollo, los programas sectoriales,
subregionales y especiales de las entidades fiscalizadas,
entre otros, a efecto de verificar el desempeño de los mis-
mos y, en su caso, el uso de recursos públicos;
• Verificar que las entidades fiscalizadas que hubieren
captado, recaudado, custodiado, manejado, administrado,
aplicado o ejercido recursos públicos, lo hayan realizado
conforme a los programas aprobados y montos autoriza-
dos, así como en el caso de los egresos, con cargo a las
partidas correspondientes; además, con apego a las dis-
posiciones legales, reglamentarias y administrativas
aplicables;
• Verificar obras, bienes adquiridos y servicios contrata-
dos por las entidades fiscalizadas para comprobar si los
recursos de las inversiones y los gastos autorizados a
las entidades fiscalizadas se ejercieron en los términos
de las disposiciones aplicables; • Requerir a los audito-
res externos copia de todos los informes y dictámenes de
las auditorías y revisiones por ellos practicadas a las
entidades fiscalizadas y de ser requerido, el soporte do-
cumental;
• Requerir a terceros que hubieran contratado con las en-
tidades fiscalizadas obra pública, bienes o servicios
mediante cualquier título legal y a cualquier entidad o
persona física o moral, pública o privada, o aquellas que
hayan sido subcontratados por terceros, la información
relacionada con la documentación justificativa y compro-
batoria del ejercicio de recursos públicos a efecto de
realizar las compulsas correspondientes;
• Solicitar, obtener y tener acceso a toda la información y
documentación que sea necesaria para llevar a cabo la
auditoría correspondiente, sin importar el carácter de con-
fidencial o reservado de la misma, que obren en poder de
las entidades fiscalizadas; los órganos internos de con-
trol; los auditores externos de las entidades fiscalizadas,
y las instituciones de crédito, fideicomisos u otras figu-
ras del sector financiero.

Cabe destacar que la Auditoría Superior tendrá acceso a
la información que las disposiciones legales consideren
como de carácter reservado o confidencial cuando esté
relacionada directamente con la captación, recaudación,
administración, manejo, custodia, ejercicio, aplicación de
los ingresos y egresos y la deuda pública, estando obli-
gada a mantener la misma reserva, en términos de las
disposiciones aplicables. Dicha información solamente
podrá ser solicitada en los términos de las disposiciones
aplicables, de manera indelegable por el Titular de la
Auditoría y los auditores especiales a que se refiere esta
Ley.

Cuando derivado de la práctica de auditorías se
entregue a la Auditoría Superior información de carácter
reservado o confidencial, ésta deberá garantizar que no
se incorpore en los resultados, observaciones, recomen-
daciones y acciones de los informes de auditoría
respectivos, información o datos que tengan esta caracte-
rística en términos de la legislación aplicable. Dicha
información será conservada por la Auditoría Superior en
sus documentos de trabajo y sólo podrá ser revelada a la
autoridad competente, en términos de las disposiciones
aplicables. El incumplimiento a lo anterior será motivo del
fincamiento de las responsabilidades administrativas y
penales establecidas en las leyes correspondientes.

La Auditoría también estará dotada de faculta- des
para investigar, en el ámbito de su competencia, los actos
u omisiones que impliquen alguna irregularidad o presun-
ta conducta ilícita, o comisión de faltas administrativas,
en los términos establecidos en esta Ley y en la Ley de
Responsabilidades Administrativas del Estado de Mi-
choacán de Ocampo; al igual que para formular
recomendaciones, solicitudes de aclaración, pliegos de
observaciones, promociones del ejercicio de la facultad
de comprobación fiscal, promociones de responsabilidad
administrativa sancionatoria, informes de presunta respon-
sabilidad administrativa, denuncias de hechos y denuncias
de juicio político.

Otras atribuciones a cargo de la Auditoría serán
promover y dar seguimiento ante las autoridades compe-
tentes para la imposición de las sanciones que
correspondan a los servidores públicos y los particula-
res y presentará denuncias y querellas penales; recurrir
las determinaciones del Tribunal de Justicia Administra-
tiva y de la Fiscalía Especializada en Combate a la
Corrupción; conocer y resolver sobre el recurso de recon-
sideración que se interponga en contra de las multas que
imponga, y participar en el Sistema Estatal Anticorrup-
ción.

La Auditoría Superior también deberá promover
las responsabilidades administrativas, para lo cual ela-
borará un informe de presunta responsabilidad
administrativa, a efecto de turnarlo y presentarlo ante el
Tribunal de Justicia Administrativa o, en el caso de las
no graves, ante el órgano interno de control. Cuando de-
tecte posibles responsabilidades no graves dará vista a
los órganos internos de control competentes, para que
continúen la investigación respectiva y, en su caso, pro-
muevan la imposición de las sanciones que procedan.

Solicitar la comparecencia de las personas que
considere conveniente; comprobar la existencia, proceden-
cia y registro de los activos y pasivos de las entidades
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fiscalizadas, de los fideicomisos, fondos y mandatos o
cualquier otra figura análoga, para verificar la razonabili-
dad de las cifras mostradas en los estados financieros
consolidados y particulares de la Cuenta Pública, y soli-
citar información financiera, incluyendo los registros
contables, presupuestarios, programáticos y económicos,
así como los reportes institucionales y de los sistemas de
contabilidad gubernamental, también pasan a formar par-
te de las nuevas atribuciones de la Auditoría.

Se proponen reglas más específicas para la de-
signación del Titular de la Auditoría Superior, a saber:

• La Comisión Inspectora de la Auditoría Superior del
Congreso del Estado formulará una convocatoria pública,
a efecto de recibir durante un período de diez días natu-
rales contados a partir de la fecha de publicación de la
convocatoria, las solicitudes para ocupar el puesto de Ti-
tular de la Auditoría Superior. La Comisión deberá consultar
a las organizaciones de la sociedad civil y académicas
que estime pertinente, para postular los candidatos idó-
neos para ocupar el cargo;
• Concluido el plazo anterior, y recibidas las solicitudes
con los requisitos y documentos que señale la convocato-
ria, la Comisión, dentro de los cinco días naturales
siguientes, procederá a la revisión y análisis de las mis-
mas;
• Del análisis de las solicitudes los integrantes de la
Comisión entrevistarán por separado para la evaluación
respectiva y dentro de los cinco días naturales siguien-
tes, a los candidatos que, a su juicio, considere idóneos
para la conformación de una terna;
• En un plazo que no deberá exceder de tres días natura-
les, la Comisión formulará su dictamen, a fin de proponer
al Pleno los tres candidatos, para que éste proceda, en
los términos del artículo anterior, a la designación del
Titular de la Auditoría Superior, y
• La persona designada para ocupar el cargo, protestará
ante el Pleno del Congreso.
• En caso de que ningún candidato de la terna propuesta
en el dictamen para ocupar el cargo de Titular de la Audi-
toría Superior, haya obtenido la votación de las dos
terceras partes de los miembros presentes del Congreso,
se volverá a someter una nueva propuesta en los términos
del artículo anterior. Ningún candidato propuesto en el
dictamen rechazado por el Pleno podrá participar de nue-
va cuenta en el proceso de selección.

Se establece que el Auditor Superior sólo podrá
ser removido con la misma votación requerida para su nom-
bramiento, y por las causas previstas en la Constitución
Estatal o en la Ley de Responsabilidades Administrativas
del Estado de Michoacán de Ocampo y en la presente
Ley. Durante el receso de la Cámara, el Auditor Especial
que corresponda conforme al Reglamento Interior de la
Auditoría Superior, ejercerá el cargo hasta en tanto dicha
Cámara designe al Titular en el siguiente periodo de se-
siones.

Se subsana la omisión relativa a las ausencias
temporales del titular de la Auditoría y se propone que
ésta sea suplido por los auditores especiales, en el orden
que señale el Reglamento Interior. En caso de falta defini-
tiva, la Comisión dará cuenta al Congreso para que
designe, en términos de esta Ley, al Auditor que conclui-
rá el encargo.

Con la finalidad de establecer mayores requeri-
mientos para ejercer responsablemente la delicada función
de fiscalización, se establece que el Titular de la Audito-
ría Superior y los auditores especiales durante el ejercicio
de su cargo, tendrán prohibido i) formar parte de partido
político alguno, participar en actos políticos partidistas y
hacer cualquier tipo de propaganda o promoción partidis-
ta; ii) desempeñar otro empleo, cargo o comisión en los
sectores público, privado o social, salvo los no remunera-
dos en asociaciones científicas, docentes, artísticas, de
beneficencia, o Colegios de Profesionales en representa-
ción de la Auditoría Superior, y iii) hacer del conocimiento
de terceros o difundir de cualquier forma, la información
confidencial o reservada que tenga bajo su custodia la
Auditoría Superior para el ejercicio de sus atribuciones,
la cual deberá utilizarse sólo para los fines a que se en-
cuentra afecta.

Como parte del control legislativo existente alre-
dedor de la Auditoría, se propone que el Congreso
dictaminará sobre la existencia de los motivos de la remo-
ción del Titular de la Auditoría Superior por causas graves
de responsabilidad, y deberá dar derecho de audiencia
al afectado. Los auditores especiales podrán ser removi-
dos por causas graves, por el Titular de la Auditoría
Superior.

Respecto del régimen laboral aplicable a los ser-
vidores públicos de la Auditoría Superior, se dispone que
éstos se clasifican en trabajadores de confianza y trabaja-
dores de base, y se regirán por el Apartado B del artículo
123 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y la Ley Federal de los Trabajadores al Servi-
cio del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del Artículo
123 Constitucional. Serán considerados trabajadores de
confianza, el Titular de la Auditoría Superior, los audito-
res especiales, los titulares de las unidades
administrativas, los directores generales, los auditores,
los mandos medios y los demás trabajadores que tengan
tal carácter conforme a lo previsto en la Ley Federal de
los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria
del Apartado B) del Artículo 123 Constitucional y el Re-
glamento Interior de la Auditoría Superior.

Serán trabajadores de base los que desempeñan
labores en puestos no incluidos en el párrafo anterior y
que estén previstos con tal carácter en la Ley Federal de
los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria
del Apartado B) del Artículo 123 Constitucional. La rela-
ción jurídica de trabajo se entenderá establecida entre la
Auditoría Superior, a través de su Titular y los trabajado-
res a su servicio para todos los efectos.

Para el efecto de apoyar a la Comisión en el cum-
plimiento de sus atribuciones existirá una Unidad
encargada de vigilar el estricto cumplimiento de las fun-
ciones a cargo de los servidores públicos de la Auditoría
Superior, la cual formará parte de la estructura de la Co-
misión. Dicha Unidad, en el caso de los servidores
públicos de la Auditoría Superior, podrá imponer las san-
ciones administrativas no graves previstas en la Ley de
Responsabilidades Administrativas del Estado de Mi-
choacán de Ocampo, tratándose de faltas graves en
términos de dicha ley, promover la imposición de sancio-
nes ante el Tribunal, por lo que contará con todas las
facultades que dicha Ley otorga a las autoridades in-
vestigadoras y substanciadoras. Se deberá garantizar la
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estricta separación de las unidades administrativas ads-
critas a la Unidad, encargadas de investigar y substanciar
los procedimientos administrativos sancionadores. Asimis-
mo, podrá proporcionar apoyo técnico a la Comisión en la
evaluación del desempeño de la Auditoría Superior.

La referida Unidad tendrá las siguientes atribu-
ciones:

• Vigilar que los servidores públicos de la Auditoría Su-
perior se conduzcan en términos de lo dispuesto por esta
Ley y demás disposiciones legales aplicables;
• Practicar, por sí o a través de auditores externos, audi-
torías para verificar el desempeño y el cumplimiento de
metas e indicadores de la Auditoría Superior, así como la
debida aplicación de los recursos a cargo de ésta con
base en el programa anual de trabajo que aprueba la Co-
misión;
• Recibir denuncias de faltas administrativas derivadas
del incumplimiento de las obligaciones por parte del Titu-
lar de la Auditoría Superior, auditores especiales y demás
servidores públicos de la Auditoría Superior, iniciar in-
vestigaciones y, en el caso de faltas administrativas no
graves, imponer las sanciones que correspondan, en los
términos de la Ley de
Responsabilidades Administrativas del Estado de Mi-
choacán de Ocampo;
• Conocer y resolver el recurso que interpongan los servi-
dores públicos sancionados por faltas no graves conforme
a lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades Adminis-
trativas del Estado de Michoacán de Ocampo;
• Realizar la defensa jurídica de las resoluciones que se
emitan ante las diversas instancias jurisdiccionales e in-
terponer los medios de defensa que procedan en contra
de las resoluciones emitidas por el Tribunal, cuando la
Unidad sea parte en esos procedimientos;
• Participar en los actos de entrega recepción de los ser-
vidores públicos de mando superior de la Auditoría
Superior;
• A instancia de la Comisión, presentar denuncias o que-
rellas ante la autoridad competente, en caso de detectar
conductas presumiblemente constitutivas de delito, impu-
tables a los servidores públicos de la Auditoría Superior;
• Llevar el registro y análisis de la situación patrimonial
de los servidores públicos adscritos a la Auditoría Supe-
rior;
• Conocer y resolver de las inconformidades que presen-
ten los proveedores o contratistas, por el incumplimiento
de las disposiciones aplicables para la Auditoría Superior
en materia de adquisiciones, arrendamientos y servicios
del sector público, así como de obras públicas y servicios
relacionados con las mismas;
• Participará con voz, pero sin voto, en los comités de
obras y de adquisiciones de la Auditoría Superior en ma-
teria de adquisiciones, arrendamientos y servicios del
sector público, así como de obras públicas y servicios
relacionados con las mismas;
• Auxiliará a la Comisión en la elaboración de los análisis
y las conclusiones del Informe General, los informes indi-
viduales y demás documentos que le envíe la Auditoría
Superior;
• Propondrá a la Comisión los indicadores y sistemas de
evaluación del desempeño de la propia Unidad y los que
utilice para evaluar a la Auditoría Superior, así como los
sistemas de seguimiento a las observaciones y acciones
que promuevan tanto la Unidad como la Comisión, y

• Participará en las sesiones de la Comisión para brindar
apoyo técnico y especializado.
Las entidades fiscalizadas tendrán la facultad de formu-
lar queja ante la Unidad sobre los actos del Titular de la
Auditoría Superior que contravengan las disposiciones de
esta Ley, en cuyo caso la Unidad sustanciará la investi-
gación preliminar por vía especial, para dictaminar si ha
lugar a iniciar el procedimiento de remoción a que se refie-
re este ordenamiento, o bien el previsto en la Ley de
Responsabilidades Administrativas del Estado de Mi-
choacán de Ocampo, notificando al quejoso el dictamen
correspondiente, previa aprobación de la Comisión.

El titular de la referida Unidad será designado
por el Congreso, mediante el voto mayoritario de sus miem-
bros presentes en la sesión respectiva, a propuesta de la
Comisión, que presentará una terna de candidatos que
deberán cumplir con los requisitos que establecidos para
el Titular de la Auditoría Superior. La Comisión abrirá re-
gistro público para que las organizaciones de la sociedad
civil o académicas se inscriban para participar como ob-
servadores del proceso para la integración de la terna
referida en el párrafo anterior, para lo cual se procederá
mediante el método de insaculación para elegir cinco ob-
servadores.

El titular de la Unidad durará en su encargo cua-
tro años y podrá desempeñar nuevamente ese cargo por
otro periodo de cuatro años. El titular de la Unidad será
responsable administrativamente ante la Comisión y el
Congreso, a la cual deberá rendir un informe anual de su
gestión, con independencia de que pueda ser citado ex-
traordinariamente por ésta, cuando así se requiera, para
dar cuenta del ejercicio de sus funciones.

Los servidores públicos de la Unidad serán per-
sonal de confianza y deberán cumplir los perfiles
académicos de especialidad que se determinen en su Re-
glamento, preferentemente en materias de fiscalización,
evaluación del desempeño y control. El ingreso a la Uni-
dad será mediante concurso público de oposición.

Serán causas específicas de remoción del Audi-
tor Superior y de los Auditores Especiales obtener una
evaluación del desempeño poco satisfactoria sin justifica-
ción, a juicio de la Comisión, durante dos ejercicios
consecutivos; incurrir en cualquiera de las conductas con-
sideradas faltas administrativas graves, en los términos
de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Es-
tado de Michoacán de Ocampo, y las demás que señalen
las leyes aplicables.

El Congreso contará con la Comisión que tendrá
las atribuciones de coordinar las relaciones entre aquélla
y la Auditoría Superior; evaluar el desempeño de esta úl-
tima; constituir el enlace que permita garantizar la debida
coordinación entre ambos órganos, y solicitarle que le in-
forme sobre la evolución de sus trabajos de fiscalización.
La Comisión tendrá la responsabilidad de vigilancia y
seguimiento de las actividades de la Auditoría Superior y
tendrá competencia para:

• Recibir de la Mesa Directiva la Cuenta Pública y turnar-
la a la Auditoría Superior;
• Presentar a la Comisión de Hacienda y Deuda Pública,
los informes individuales, los informes específicos y el
Informe General, su análisis respectivo y conclusiones
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tomando en cuenta las opiniones que en su caso hagan
las comisiones ordinarias del Congreso;
• Conocer y opinar sobre el proyecto de presupuesto anual
de la Auditoría Superior y turnarlo a la Junta de Coordi-
nación Política del Congreso para su inclusión en el
Proyecto de Presupuesto de Egresos para el siguiente
ejercicio fiscal, así como analizar el informe anual de su
ejercicio;
• Presentar al Congreso la propuesta de los candidatos a
ocupar el cargo de Titular de la Auditoría Superior, así
como la solicitud de su remoción; para lo cual podrá con-
sultar a las organizaciones civiles y asociaciones que
estime pertinente;
• Analizar el programa anual de fiscalización de la Cuenta
Pública y conocer los programas estratégico y anual de
actividades que para el debido cumplimiento de sus fun-
ciones y atribuciones, elabore la Auditoría Superior, así
como sus modificaciones, y evaluar su cumplimiento, y
• Con respeto a los procedimientos, alcances, métodos,
lineamientos y resoluciones de procedimientos de fiscali-
zación podrá formular observaciones cuando dichos
programas omitan áreas relevantes de la Cuenta Pública.

La evaluación del desempeño que realice la Comi-
sión tendrá por objeto conocer si la Auditoría Superior
cumpla con las atribuciones que le corresponden; el efec-
to o la consecuencia de la acción fiscalizadora en la gestión
financiera y el desempeño de los entes públicos, en los
resultados de los programas y proyectos autorizados en
el Presupuesto de Egresos, y en la administración de los
recursos públicos que ejerzan.

La Comisión presentará directamente a la Audito-
ría Superior un informe que contenga las observaciones y
las recomendaciones que se deriven del ejercicio de sus
atribuciones en materia de evaluación de su desempeño a
más tardar el 30 de mayo del año en que presente el
Informe General. La Auditoría Superior dará cuenta de su
atención al presentar el Informe General del ejercicio si-
guiente.
Durante la práctica de auditorías, la Auditoría Superior
podrá convocar a las entidades fiscalizadas a las reunio-
nes de trabajo, para la revisión de los resultados
preliminares. La Auditoría Superior podrá grabar en audio
o video, cualquiera de las reuniones de trabajo y audien-
cias previstas en esta Ley, previo consentimiento por
escrito de la o las personas que participen o a solicitud
de la entidad fiscalizada, para integrar el archivo electró-
nico correspondiente. También deberá, de manera previa
a la fecha de presentación de los Informes individuales,
dar a conocer a las entidades fiscalizadas la parte que
les corresponda de los resultados finales de las audito-
rías y las observaciones preliminares que se deriven de
la revisión de la Cuenta Pública, a efecto de que éstas
presenten las justificaciones y aclaraciones correspondien-
tes.

A las reuniones en las que se dé a conocer a las
entidades fiscalizadas la parte que les corresponda de
los resultados y observaciones preliminares que se deri-
ven de la revisión de la Cuenta Pública, se les citará por
lo menos con 10 días hábiles de anticipación remitiendo
con la misma anticipación a las entidades fiscalizadas los
resultados y las observaciones preliminares de las audi-
torías practicadas, en las reuniones si la entidad
fiscalizada estima necesario presentar información adicio-
nal, podrá solicitar a la Auditoría Superior un plazo de

hasta 7 días hábiles más para su exhibición. En dichas
reuniones las entidades fiscalizadas podrán presentar las
justificaciones y aclaraciones que estimen pertinentes.
Adicionalmente, la Auditoría Superior les concederá un
plazo de 5 días hábiles para que presenten argumentacio-
nes adicionales y documentación soporte, misma que
deberán ser valoradas por esta última para la elaboración
de los Informes individuales. Una vez que la Auditoría
Superior valore las justificaciones, aclaraciones y demás
información a que hacen referencia los párrafos anterio-
res, podrá determinar la procedencia de eliminar, rectificar
o ratificar los resultados y las observaciones prelimina-
res que les dio a conocer a las entidades fiscalizadas,
para efectos de la elaboración definitiva de los Informes
individuales.

En caso de que la Auditoría Superior considere
que las entidades fiscalizadas no aportaron elementos
suficientes para atender las observaciones preliminares
correspondientes, deberá incluir en el apartado específi-
co de los informes individuales, una síntesis de las
justificaciones, aclaraciones y demás información presen-
tada por dichas entidades. La Auditoría Superior tendrá
acceso a contratos, convenios, documentos, datos, libros,
archivos y documentación justificativa y comprobatoria re-
lativa al ingreso, gas- to público y cumplimiento de los
objetivos de los programas de los entes públicos, así como
a la demás información que resulte necesaria para la revi-
sión y fiscalización de la Cuenta Pública siempre que al
solicitarla se expresen los fines a que se destine dicha
información.
Cuando los órganos internos de control deban colaborar
con la Auditoría Superior en lo que concierne a la revisión
de la Cuenta Pública, deberá establecerse una coordina-
ción entre ambos a fin de garantizar el debido intercambio
de información que al efecto se requiera, y otorgar las
facilidades que permitan a los auditores llevar a cabo el
ejercicio de sus funciones. Asimismo, deberán proporcio-
nar la documentación que les solicite la Auditoría Superior
sobre los resultados de la fiscalización que realicen o
cualquier otra que se les requiera, para realizar la audito-
ría correspondiente.

En lo relativo a la práctica de auditorías, éstas
serán realizadas por el personal expresamente comisiona-
do para el efecto por la Auditoría Superior o mediante la
contratación de despachos o profesionales independien-
tes, habilitados por la misma. Lo anterior, con excepción
de aquellas auditorías en las que se maneje información
en materia de seguridad pública, así como tratándose de
investigaciones relacionadas con responsabilidades ad-
ministrativas, las cuales serán realizadas directamente por
la Auditoría Superior. En el caso de despachos o profe-
sionales independientes, previamente a su contratación,
la Auditoría Superior deberá cerciorarse y recabar la ma-
nifestación por escrito de éstos de no encontrarse en
conflicto de intereses con las entidades fiscalizadas ni
con la propia Auditoría.

Asimismo, los servidores públicos de la Audito-
ría Superior y los despachos o profesionales
independientes tendrán la obligación de abstenerse de
conocer asuntos referidos a las entidades fiscalizadas en
las que hubiesen prestado servicios, de cualquier índole
o naturaleza, o con los que hubieran mantenido cualquier
clase de relación contractual durante el periodo que abar-
que la revisión de que se trate, o en los casos en que
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tengan conflicto de interés en los términos previstos en la
Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de
Michoacán de Ocampo. No se podrán contratar trabajos
de auditoría externos o cualquier otro servicio relacionado
con actividades de fiscalización de manera externa, cuan-
do exista parentesco por consanguinidad o afinidad hasta
el cuarto grado, o parientes civiles, entre el titular de la
Auditoría Superior o cualquier mando superior de la Audi-
toría y los prestadores de servicios externos.

Las entidades fiscalizadas deberán proporcionar
a la Auditoría Superior los medios y facilidades necesa-
rios para el cumplimiento de sus atribuciones, tales como
espacios físicos adecuados de trabajo y en general cual-
quier otro apoyo que posibilite la realización de sus
actividades. La Auditoría Superior será responsable sub-
sidiaria de los daños y perjuicios que en términos de este
capítulo, causen los servidores públicos de la misma y
los despachos o profesionales independientes, contrata-
dos para la práctica de auditorías, sin perjuicio de que la
Auditoría Superior promueva las acciones legales que co-
rrespondan en contra de los responsables.

El Titular de la Auditoría Superior enviará a las
entidades fiscalizadas, dentro de un plazo de 10 días
hábiles siguientes a que haya sido entregado al Congre-
so, el informe individual que contenga las acciones y las
recomendaciones que les correspondan, para que, en un
plazo de 30 días hábiles, presenten la información y rea-
licen las consideraciones pertinentes. Con la notificación
del informe individual a las entidades fiscalizadas que-
darán formalmente promovidas y notificadas las acciones
y recomendaciones contenidas en dicho informe, salvo en
los casos del informe de presunta responsabilidad admi-
nistrativa y de las denuncias penales y de juicio político,
los cuales se notificarán a los presuntos responsables en
los términos de las leyes que rigen los procedimientos
respectivos.

La Auditoría Superior al promover o emitir las ac-
ciones a que se refiere esta Ley, observará lo siguiente:

• A través de las solicitudes de aclaración, requerirá a
las entidades fiscalizadas que presenten información adi-
cional para atender las observaciones que se hayan
realizado;
• Tratándose de los pliegos de observaciones, determina-
rá en cantidad líquida los daños o perjuicios, o ambos a la
Hacienda Pública o, en su caso, al patrimonio de los entes
públicos;
• Mediante las promociones del ejercicio de la facultad de
comprobación fiscal, informará a la autoridad competente
sobre un posible incumplimiento de carácter fiscal detec-
tado en el ejercicio de sus facultades de fiscalización;
• A través del informe de presunta responsabilidad admi-
nistrativa, la Auditoría Superior promoverá ante el Tribunal,
en los términos de la Ley de Responsabilidades Adminis-
trativas del Estado de Michoacán de Ocampo, la imposición
de sanciones a los servidores públicos por las faltas ad-
ministrativas graves que conozca derivado de sus
auditorías, así como sanciones a los particulares vincula-
dos con dichas faltas.
• En caso de que determine la existencia de daños o per-
juicios, o ambos a la Hacienda Pública o al patrimonio de

los entes públicos, que deriven de faltas administrativas
no graves, procederá en los términos de la Ley de Res-
ponsabilidades Administrativas del Estado de Michoacán
de Ocampo;
• Por medio de las promociones de responsabilidad admi-
nistrativa, dará vista a los órganos internos de control
cuando detecte posibles responsabilidades administrati-
vas no graves, para que continúen la investigación
respectiva y, en su caso, inicien el procedimiento sancio-
nador correspondiente en los términos de la Ley de
Responsabilidades Administrativas del Estado de Mi-
choacán de Ocampo;
• Mediante las denuncias de hechos, hará del conocimiento
de la Fiscalía Especializada, la posible comisión de he-
chos delictivos, y
• Por medio de la denuncia de juicio político, hará del
conocimiento del Congreso la presunción de actos u omi-
siones de los servidores públicos a que se refiere el artículo
104 de la Constitución, que redunden en perjuicio de los
intereses públicos fundamentales o de su buen despa-
cho, a efecto de que se substancie el procedimiento y
resuelva sobre la responsabilidad política correspondien-
te.

La Auditoría Superior deberá pronunciarse en un
plazo de 120 días hábiles, contados a partir de su recep-
ción, sobre las respuestas emitidas por las entidades
fiscalizadas, en caso de no hacerlo, se tendrán por aten-
didas las acciones y recomendaciones.

Antes de emitir sus recomendaciones, la Audito-
ría Superior analizará con las entidades fiscalizadas las
observaciones que dan motivo a las mismas. En las re-
uniones de resultados preliminares y finales las entidades
fiscalizadas a través de sus representantes o enlaces
suscribirán conjuntamente con el personal de las áreas
auditoras correspondientes de la Auditoría Superior, las
Actas en las que consten los términos de las recomenda-
ciones que, en su caso, sean acordadas y los mecanismos
para su atención. Lo anterior, sin perjuicio de que podrá
emitir recomendaciones en los casos en que no logre acuer-
dos con las entidades fiscalizadas.

La información, documentación o consideraciones
aportadas por las entidades fiscalizadas para atender las
recomendaciones en los plazos convenidos, deberán pre-
cisar las mejoras realizadas y las acciones emprendidas.
En caso contrario, deberán justificar la improcedencia de
lo recomendado o las razones por los cuales no resulta
factible su implementación.

La Auditoría Superior, podrá promover, en cual-
quier momento en que cuente con los elementos necesarios,
el informe de presunta responsabilidad administrativa ante
el Tribunal; así como la denuncia de hechos ante la Fisca-
lía Especializada, la denuncia de juicio político, o los
informes de presunta responsabilidad administrativa ante
el órgano interno de control competente.

En lo relativo a la conclusión de la revisión de la
cuenta pública, la Comisión realizará un análisis de los
informes individuales, de los informes específicos, y del
Informe General y lo enviará a la Comisión de Hacienda y
Deuda Pública. A este efecto y a juicio de la Comisión, se
podrá solicitar a las comisiones ordinarias de la Cámara
una opinión sobre aspectos o contenidos específicos de
dichos informes.
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El análisis de la Comisión podrá incorporar aque-
llas sugerencias que juzgue conveniente y que haya hecho
la Auditoría Superior, para modificar disposiciones lega-
les que pretendan mejorar la gestión financiera y el
desempeño de las entidades fiscaliza- das. En aquellos
casos en que la Comisión detecte errores en el Informe
General o bien, considere necesario aclarar o profundizar
el contenido del mismo, podrá solicitar a la Auditoría Su-
perior la entrega por escrito de las explicaciones
pertinentes, así como la comparecencia del Titular de la
Auditoría Superior o de otros servidores públicos de la
misma, las ocasiones que considere necesarias, a fin de
realizar las aclaraciones correspondientes, sin que ello
implique la reapertura del Informe General. La Comisión
podrá formular recomendaciones a la Auditoría Superior,
las cuales serán incluidas en las conclusiones sobre el
Informe General.

La Comisión de Hacienda y Deuda Pública estu-
diará el Informe General, el análisis de la Comisión y el
contenido de la Cuenta Pública. Dicha Comisión someterá
a votación del Pleno el dictamen correspondiente a más
tardar el 31 de octubre del año siguiente al de la presen-
tación de la Cuenta Pública. El dictamen deberá contar
con el análisis pormenorizado de su contenido y estar
sustentado en conclusiones técnicas del Informe General
y recuperando las discusiones técnicas realizadas en la
Comisión, para ello acompañará a su Dictamen, en un apar-
tado de antecedentes, el análisis realizado por la Comisión.
La aprobación del dictamen no suspenderá el trámite de
las acciones promovidas por la Auditoría Superior.

Cualquier persona podrá presentar denuncias
fundadas cuando se presuma el manejo, aplicación o cus-
todia irregular de recursos públicos, o de su desvío y la
Auditoría Superior, previa autorización de su Titular, po-
drá revisar la gestión financiera de las entidades
fiscalizadas, durante el ejercicio fiscal en curso, así como
respecto a ejercicios fiscales distintos al de la Cuenta
Pública en revisión. Las denuncias podrán presentarse
indistintamente ante la Comisión o a la Auditoría Superior.
Las denuncias deberán estar fundadas con documentos
y evidencias mediante los cuales se presuma el manejo,
aplicación o custodia irregular de recursos públicos o de
su desvío. El escrito de denuncia deberá referir el ejerci-
cio en que se presentan los presuntos hechos irregulares,
y la descripción de los presuntos hechos irregulares. Al
escrito de denuncia deberán acompañarse los elementos
de prueba, cuando sea posible, que se relacionen directa-
mente con los hechos denunciados. La Auditoría Superior
deberá proteger en todo momento la identidad del denun-
ciante.
Las denuncias deberán referirse a presuntos daños o
perjuicios a la Hacienda Pública o al patrimonio de los
entes públicos, en algunos de los siguientes supuestos
para su procedencia:

• Desvío de recursos hacia fines distintos a los autoriza-
dos;
• Irregularidades en la captación o en el manejo y utiliza-
ción de los recursos públicos;
• Actos presuntamente irregulares en la contratación y
ejecución de obras, contratación y prestación de servicios
públicos, adquisición de bienes, y otorgamiento de permi-
sos, licencias y concesiones entre otros;
• La comisión recurrente de irregularidades en el ejercicio
de los recursos públicos, e

• Inconsistencias en la información financiera o programá-
tica de cualquier entidad fiscalizada que oculte o pueda
originar daños o perjuicios a su patrimonio.

La Auditoría Superior informará al denunciante la
resolución que tome sobre la procedencia de iniciar la re-
visión correspondiente.

De la revisión efectuada al ejercicio fiscal en cur-
so o a los ejercicios anteriores, la Auditoría Superior rendirá
un informe al Congreso, a más tardar a los 10 días hábi-
les posteriores a la conclusión de la auditoría. Asimismo,
promoverá las acciones que, en su caso, correspondan
para el fincamiento de las responsabilidades administra-
tivas, penales y políticas a que haya lugar.

Aunado a lo ya previsto en la ley vigente, el Infor-
me de Resultados deberá al menos contener lo siguiente:

• Un resumen de las auditorías realizadas y las observa-
ciones realizadas;
• Las áreas claves con riesgo identificadas en la fiscaliza-
ción;
• La descripción de la muestra del gasto público audita-
do, señalando la proporción respecto del ejercicio de los
poderes del Estado, la Administración Pública Estatal y
el ejercido por los órganos constitucionales autónomos;
• Derivado de las Auditorías, en su caso y dependiendo
de la relevancia de las observaciones, un apartado donde
se incluyan sugerencias al Congreso para modificar dis-
posiciones legales a fin de mejorar la gestión financiera y
el desempeño de las entidades fiscalizadas, y
• Un apartado que contenga un análisis sobre las proyec-
ciones de las finanzas públicas contenidas en los Criterios
Generales de Política Económica para el ejercicio fiscal
correspondiente y los datos observados al final del mis-
mo.
Se adiciona a la ley un nuevo Capítulo Noveno, referente a
los Informes Individuales de auditoría, los cuales debe-
rán ser entregados al Congreso, por conducto de la
Comisión, el último día hábil de los meses de junio y octu-
bre, así como el 20 de febrero del año siguiente al de la
presentación de la Cuenta Pública. Los Informes Indivi-
duales de auditoría contendrán como mínimo lo siguiente:
• Los criterios de selección, el objetivo, el alcance, los
procedimientos de auditoría aplicados y el dictamen de la
revisión;
• Los nombres de los servidores públicos de la Auditoría
Superior a cargo de realizar la auditoría o, en su caso, de
los despachos o profesionales independientes contrata-
dos para llevarla a cabo;
• El cumplimiento, en su caso, de la Ley de Ingresos, el
Presupuesto de Egresos, la Ley de Deuda Pública para el
Estado de Michoacán de Ocampo y sus Municipios, de la
Ley de Planeación Hacendaria, Presupuesto, Gasto Públi-
co y Contabilidad Gubernamental del Estado de Michoacán
y demás disposiciones jurídicas;
• Los resultados de la fiscalización efectuada;
• Las observaciones, recomendaciones, acciones, con ex-
cepción de los informes de presunta responsabilidad
administrativa, y en su caso denuncias de hechos, y
• Un apartado específico en cada una de las auditorías
realizadas donde se incluyan una síntesis de las justifi-
caciones y aclaraciones que, en su caso, las entidades
fiscalizadas hayan presentado en relación con los resul-
tados y las observaciones que se les hayan hecho durante
las revisiones.
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Asimismo, los informes considerarán el cumpli-
miento de los objetivos de aquellos programas que
promuevan la igualdad entre mujeres y hombres, así como
la erradicación de la violencia y cualquier forma de discri-
minación de género.
Los informes individuales tendrán el carácter de públi-
cos, y se mantendrán en la página de Internet de la
Auditoría Superior, en Formatos Abiertos conforme a lo
establecido en la Ley de Transparencia, Acceso a la Infor-
mación y Protección de Datos Personales del Estado de
Michoacán de Ocampo.

La Auditoría Superior dará cuenta al Congreso en
los informes individuales de las observaciones, recomen-
daciones y acciones y, en su caso, de la imposición de las
multas respectivas, y demás acciones que deriven de los
resultados de las auditorías practicadas.

La Auditoría Superior informará al Congreso, por
conducto de la Comisión, del estado que guarda la sol-
ventación de observaciones a las entidades fiscalizadas,
respecto a cada uno de los Informes individuales que se
deriven de las funciones de fiscalización. Para tal efecto,
se hará un reporte semestral, el cual deberá ser presen-
tado a más tardar los días primero de los meses de mayo
y noviembre de cada año, con los datos disponibles al
cierre del primer y tercer trimestres del año, respectiva-
mente. Dicho informe se elaborará con base en los formatos
que al efecto establezca la Comisión e incluirá invariable-
mente los montos efectivamente resarcidos a la Hacienda
Pública o al patrimonio de los entes públicos, derivados
de la fiscalización de la Cuenta Pública y en un apartado
especial, la atención a las recomendaciones, así como el
estado que guarden las denuncias penales presentadas
y los procedimientos de responsabilidad administrativa
promovidos. Deberá publicarse en la página de Internet
de la Auditoría Superior en la misma fecha en que sea
presentado en formato de datos abiertos conforme a lo
establecido en la Ley de Transparencia, Acceso a la Infor-
mación y Protección de Datos Personales del Estado de
Michoacán de Ocampo y se mantendrá de manera perma-
nente en la página en Internet. En dicho informe, la
Auditoría Superior dará a conocer el seguimiento específi-
co de las promociones de los informes de presunta
responsabilidad administrativa, a fin de identificar a la
fecha del informe las estadísticas sobre dichas promocio-
nes identificando también las sanciones que al efecto hayan
procedido.

Respecto de los pliegos de observaciones, en di-
cho informe se dará a conocer el número de pliegos
emitidos, su estatus procesal y las causas que los moti-
varon. En cuanto a las denuncias penales formuladas ante
la Fiscalía Especializada o las autoridades competentes,
la Auditoría Superior dará a conocer la información actua-
lizada sobre la situación que guardan las denuncias
penales, el número de denuncias presentadas, las cau-
sas que las motivaron, las razones sobre su procedencia
o improcedencia así como, en su caso, la pena impuesta.

Toda vez que nuestro Grupo Parlamentario pro-
puso con anterioridad la expedición de una nueva Ley de
Responsabilidades Administrativas para nuestra entidad,
la cual contiene las normas adjetivas relacionadas con la
investigación de irregularidades, se propone a través de
la presente la derogación de todas aquellas reglas proce-
dimentales contenidas en la Ley de Fiscalización, a fin de

evitar duplicidad de reglamentaciones y con ello la confu-
sión en su aplicación, lo que podría generar impunidad e
inseguridad jurídica.

Misma situación se propone respecto del recurso
de revocación previsto actualmente, ya que el ordenamien-
to propuesto en materia de responsabilidades previene la
existencia de medios de defensa a favor de los afectados
actos de autoridad.

Respecto de la Determinación de Daños y Perjui-
cios contra la Hacienda Pública o al patrimonio de los entes
públicos se propone que, si de la fiscalización que realice
la Auditoría Superior se detectaran irregularidades que
permitan presumir la existencia de responsabilidades a
cargo de servidores públicos o particulares, la Auditoría
Superior procederá a:

• Promover ante el Tribunal de Justicia Administrativa la
imposición de sanciones a los servidores públicos por las
faltas administrativas graves que detecte durante sus
auditorías e investigaciones, en que incurran los servido-
res públicos, así como sanciones a los particulares
vinculados con dichas faltas;
• Dar vista a los órganos internos de control competentes
de conformidad con la Ley de Responsabilidades Admi-
nistrativas del Estado de Michoacán de Ocampo, cuando
detecte posibles responsabilidades administrativas no
graves;
• En caso de que la Auditoría Superior determine la exis-
tencia de daños o perjuicios, o ambos a la Hacienda Pública
o al patrimonio de los entes públicos, que deriven de fal-
tas administrativas no graves, los entes públicos o los
particulares que hayan recibido recursos públicos sin te-
ner derecho a los mismos, deberán reintegrarlos a la
Hacienda Pública o al patrimonio del Ente público afecta-
do en un plazo no mayor a 90 días, contados a partir de la
notificación correspondiente de la Auditoría Superior o de
la Autoridad resolutora. En caso de que no se realice el
reintegro de los recursos referidos, estos serán conside-
rados créditos fiscales, por lo que la Secretaría deberán
ejecutar su cobro. La Autoridad resolutora podrá abste-
nerse de imponer la sanción que corresponda cuando el
daño o perjuicio a la Hacienda Pública o al patrimonio de
los entes públicos no exceda de dos mil veces el valor
diario de la Unidad de Medida y Actualización y el daño
haya sido resarcido o recuperado;
• Presentar las denuncias y querellas penales, que co-
rrespondan ante la Fiscalía Especializada, por los
probables delitos que se detecten derivado de sus audi-
torías;
• Coadyuvar con la Fiscalía Especializada en los proce-
sos penales correspondientes, tanto en la etapa de
investigación, como en la judicial. En estos casos, la Fis-
calía Especializada recabará previamente la opinión de la
Auditoría Superior, respecto de las resoluciones que dic-
te sobre el no ejercicio o el desistimiento de la acción penal.
Previamente a que la Fiscalía Especializada determine
declinar su competencia, abstenerse de investigar los
hechos denunciados, archivar temporalmente las investi-
gaciones o decretar el no ejercicio de la acción penal, deberá
hacerlo del conocimiento de la Auditoría Superior para que
exponga las consideraciones que estime convenientes.
• Impugnar ante la autoridad competente las omisiones de
la Fiscalía Especializada en la investigación de los deli-
tos, así como las resoluciones que emita en materia de
declinación de competencia, reserva,
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no ejercicio o desistimiento de la acción penal, o suspen-
sión del procedimiento, y
• Presentar las denuncias de juicio político ante el Con-
greso.

Las resoluciones del Tribunal podrán ser recu-
rridas por la Auditoría Superior, cuando lo considere
pertinente, en términos de lo dispuesto en el artículo 104,
fracción III de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y a la legislación aplicable.

La unidad administrativa de la Auditoría Superior
promoverá el informe de presunta responsabilidad admi-
nistrativa y, en su caso, penales a los servidores públicos
de la propia Auditoría, cuando derivado de las auditorías
a cargo de ésta, no formulen las observaciones sobre las
situaciones irregulares que detecten o violen la reserva
de información en los casos previstos en esta Ley. Las
responsabilidades que se finquen a los servidores públi-
cos de los entes públicos y de la Auditoría Superior, no
eximen a éstos ni a los particulares, personas físicas o
morales, de sus obligaciones, cuyo cumplimiento se les
exigirá aun cuando la responsabilidad se hubiere hecho
efectiva total o parcialmente.

La unidad administrativa a cargo de las investi-
gaciones de la Auditoría Superior elaborará el informe de
presunta responsabilidad administrativa cuando los plie-
gos de observaciones no sean solventados por las
entidades fiscalizadas. Lo anterior, sin perjuicio de que
se elabore el informe de presunta responsabilidad admi-
nistrativa, en cualquier momento en que cuente con los
elementos necesarios.

En alcance con lo dispuesto en la iniciativa de
Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de
Michoacán de Ocampo presentada con anterioridad por
nuestro Grupo Parlamentario la unidad administrativa de
la Auditoría Superior a la que se le encomiende la subs-
tanciación ante el Tribunal, deberá ser distinta de la que
se encargue de las labores de investigación. El Regla-
mento Interior de la Auditoría Superior, deberá contener
una unidad administrativa a cargo de las investigaciones
que será la encargada de ejercer las facultades que la
Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de
Michoacán de Ocampo le confiere a las autoridades inves-
tigadoras; así como una unidad que ejercerá las
atribuciones que la citada Ley otorga a las autoridades
substanciadoras.

Los órganos internos de control deberán infor-
mar a la Auditoría Superior, dentro de los treinta días
hábiles siguientes de recibido el informe de presunta res-
ponsabilidad administrativa, el número de expediente con
el que se inició la investigación o procedimiento respecti-
vo. Asimismo, los órganos internos de control deberán
informar a la Auditoría Superior de la resolución definitiva
que se determine o recaiga a sus promociones, dentro de
los diez días hábiles posteriores a que se emita dicha
resolución.

La Auditoría Superior, en los términos de la Ley
del Sistema Nacional Anticorrupción, remitirá para su pu-
blicación en la plataforma nacional digital establecida en
dicha ley, la información relativa a los servidores públi-
cos y particulares sancionados por resolución definitiva
firme, por la comisión de faltas administrativas graves o
actos vinculados a éstas.

También se adiciona un Capítulo relativo al Re-
curso de Reconsideración, cuya tramitación será
procedente en contra de las multas impuestas por la Au-
ditoría Superior, en tanto medidas de apremio.

Respecto de la prescripción de responsabilida-
des, la acción para fincar éstas e imponer sanciones por
faltas administrativas graves prescribirá en siete años. El
plazo de prescripción se contará a partir del día siguiente
a aquél en que se hubiere incurrido en la responsabilidad
o a partir del momento en que hubiese cesado, si fue de
carácter continuo. En todos los casos, la prescripción se
interrumpirá en los términos establecidos en la Ley de
Responsabilidades Administrativas del Estado de Mi-
choacán de Ocampo. Las responsabilidades no graves que
resulten por actos u omisiones, prescribirán en la forma y
tiempo que fijen las leyes aplicables.

Que el Acuerdo número 224, por el que se
crea el «Grupo de Trabajo Plural» para el estudio, aná-
lisis, elaboración y formulación del proceso legislativo
para la instauración del Sistema Anticorrupción que
comprende la reforma y armonización de diversos or-
denamientos legales del Estado de Michoacán de
Ocampo, sustentó su exposición de motivos en lo si-
guiente:

PRIMERO. Se crea un Grupo de Trabajo Plural para
que coadyuve en el estudio, análisis, elaboración y formu-
lación del proceso Legislativo para la instauración del
Nuevo Sistema Anticorrupción que comprende la reforma
y armonización de diversos ordenamientos legales del
Estado de Michoacán de Ocampo.

SEGUNDO. El Grupo de Trabajo que coadyuvará en
el estudio, análisis y dictamen de las disposiciones y
todo el marco jurídico en materia del Sistema Estatal Anti-
corrupción, estará conformado por los diputados
integrantes de la Comisión de Gobernación, que coordina-
ra los trabajos con las comisiones Inspectora de la Auditoria
Superior de Michoacán, Jurisdiccional, de Justicia y de
Puntos Constitucionales.

TERCERO. Las comisiones para el desarrollo de las
actividades del Grupo de Trabajo, serán auxiliados por
los Secretarios Técnicos de las comisiones de Goberna-
ción, Inspectora de la Auditoria Superior de Michoacán,
Jurisdiccional, de Justicia y de Puntos Constitucionales,
así como por los asesores que los diputados integrantes
de dichas comisiones designen para tal efecto.»

Que la Iniciativa presentada por la Diputada
Andrea Villanueva Cano, sustentó su exposición de
motivos en lo siguiente:

Nuestro Estado ha sido víctima de un terrible
despilfarro en el manejo de los recursos consecuencia de
una enorme opacidad en el ejercicio y destino final de los
mismos y esto es consecuencia de varios factores por
supuesto del pésimo manejo financiero del ejecutivo en
todos los órdenes y una serie de acciones de las que bien
se podrían presumir conductas ilícitas pero también es
consecuencia de una deficiente fiscalización de los recur-
sos y una grave impunidad en los casos en los que
evidentemente se realizaron malversaciones con el dinero
de los michoacanos.
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Acción Nacional ha iniciado una cruzada en el
combate a la corrupción a nivel federal, que ha encontrado
muchos obstáculos en el andamiaje institucional del país,
sin embargo estamos avanzando lentamente pero con paso
firme y es el caso del Estado de Michoacán, donde ya se
está trabajando en comisiones para impulsar un sistema
estatal anticorrupción que le permita al Estado alcanzar
una estructura que blinde a todo el aparato gubernamen-
tal de prácticas corruptas.

Sin embargo el Congreso del Estado tiene una
función determinante en este sentido, ya que su primera
responsabilidad es ciertamente la de legislar, pero una
segunda función tan importante como la primera es la de
fiscalizar los recursos públicos, es decir cuidarle las
manos al Ejecutivo, esta es uno de los pilares de la divi-
sión del poder para su ejercicio que planteaba en su obra
el espíritu de las Leyes, el Barón de Montesquieu, y es
uno de los elementos centrales en el equilibrio de pode-
res que desde las tesis de Madison en Estados Unidos
dio fuerza al modelo republicano, federal y democrático
moderno. A consecuencia de estas ideas y principios se
hizo evidente la importancia fundamental del Poder Legis-
lativo como un contrapeso eficaz del Ejecutivo, y como el
poder que representaba efectivamente a los ciudadanos,
ya que ni el Ejecutivo ni el Judicial tenían la representa-
ción directa de la soberanía del pueblo.

Es pues claro que la soberanía está depositada
en el Congreso, y en consecuencia es una responsabili-
dad central la que tiene este poder, en mantener un
verdadero equilibrio para evitar los excesos del poder eje-
cutivo, y una parte central de las facultades de este poder
que le permiten mantener ese equilibrio es la fiscalización
de los recursos públicos. Y esa responsabilidad que no-
sotros tenemos, la hemos dejado en completamente en
manos de la Auditoria Superior del Estado, y eso está
bien, porque es el órgano interno de este poder Legislati-
vo que de acuerdo con la Ley se encarga de esta materia.

Pero lo que no está bien es el resultado que he-
mos tenido, ya que lo que ha pasado en Michoacán en
relación a la fiscalización de los recursos públicos en los
últimos años, ha provocado que una y otra vez las cuentas
públicas sean reprobadas, sin que haya consecuencia y
sin que se corrijan las fallas, teniendo como consecuencia
que la deuda haya aumentado y que el mal manejo de los
recursos públicos haya dejado al borde del colapso fi-
nanciero sin que se haga algo al respecto y las miradas
vienen entonces al Congreso y a su órgano responsable
al respecto que es la Auditoria, que son quienes deben
poner orden.

Y que se ha hecho para evitar el desfalco finan-
ciero en anteriores administraciones y en las pasadas
legislaturas, pues muy poco; la realidad es que el desem-
peño de la Auditoria Superior del Estado en lo últimos
años ha dejado mucho que desear, y esto no puede conti-
nuar así, por ello, compañeros diputados me parece
impostergable la necesidad de generar un esquema que
fortalezca a la Auditoria y que le permita tener un mejor
desempeño en sus funciones.

La ciudadanización de la Auditoria, es una tarea
pendiente que Acción Nacional ha impulsado en anterio-
res legislaturas sin éxito, y que representa una demanda

muy importante de diversos sectores de la sociedad civil
organizada que desde hace tiempo vienen pugnando por
este proyecto.

La Auditoria, es responsable de la fiscalización
de los recursos, y parte del problema es el tipo de fisca-
lización que se realiza, porque estamos muy retrasados y
somos ineficientes en la fiscalización, y que debemos ha-
cer, pues reestructurar el órgano encargado de la
fiscalización y dotarlo de facultades e instruirlo para que
haga en forma más eficiente su labor.

Del estudio y análisis de las Iniciativas pre-
sentadas ante el Pleno del Congreso, estas
comisiones dictaminadoras consideramos pertinente
acumularlas para efecto de realizar un estudio, aná-
lisis y dictamen conjunto, con la finalidad de contar
con elementos necesarios y suficientes para deter-
minar lo procedente.

Derivado de lo anterior, consideramos de gran
importancia los razonamientos esgrimidos en cada una
de sus exposiciones, lo cual nos permitió concluir
que con las reformas a la Ley de Fiscalización Supe-
rior para el Estado de Michoacán de Ocampo permite
dar un gran paso en el combate a la corrupción a tra-
vés de la coordinación entre los diferentes órdenes
de Gobierno y las instancias gubernamentales, así
como la participación de la sociedad civil.

Es importante señalar que en el contexto de
estas reformas a la Ley se establecen las directrices
básicas para una debida coordinación para la genera-
ción de políticas públicas en materia de prevención,
detección, control, sanción, disuasión y combate a la
corrupción; se instruyen las bases y los principios de
una política de la cultura de la legalidad e integridad
en el servicio, procurando en todo momento el acer-
camiento de las instituciones de gobierno con la
ciudadanía, garantizando la transparencia, la rendi-
ción de cuentas, la fiscalización y el control de los
recursos públicos.

Aunado la implementación del Sistema Esta-
tal Anticorrupción se contempla a la Auditoría Superior
de Michoacán, como el órgano rector de los trabajos
de fiscalización y señalamiento de faltas graves en
materia de rendición de cuentas, por lo que será des-
de ahora, responsabilidad fundamental dotar al órgano
técnico de este Congreso de un mejor marco jurídico,
que contempla nuevas figuras procedimentales, así
como una estructura orgánica que esté direccionado
con el Sistema Nacional de Fiscalización en la trans-
parencia de los recursos públicos.

El 27 de mayo de 2015, fue publicada la Refor-
ma Constitucional que crea el Sistema Nacional
Anticorrupción; en el Estado el 13 de noviembre de
2015, se adicionó en la Constitución Política del Es-
tado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo el
artículo 97 ter, que establece el Sistema Estatal An-
ticorrupción como una instancia de coordinación entre
las autoridades de todos los órdenes de gobierno com-
petentes en la prevención, detección y sanción de
responsabilidades administrativas y hechos de corrup-
ción, así como en la fiscalización y control de recursos
públicos; lo que significa un avance de relevancia his-
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tórica para nuestro país en la lucha contra la corrup-
ción.

Como fue aprobado por este Pleno la Ley del
Sistema Estatal Anticorrupción, ahora en la fase de
implementación del Sistema Estatal de combate a la
corrupción implicará la transformación de nuestras
instituciones, como la Auditoría Superior de Mi-
choacán, la Secretaría de Contraloría del Estado de
Michoacán, la Fiscalía Especializada en Combate a la
Corrupción, el Tribunal de Justicia Administrativa, el
Instituto Michoacano de Transparencia, Acceso a la
Información y Protección de Datos Personales, así
como las Contralorías Municipales, lo que lleva a que
tengamos un diálogo permanente que facilite el en-
tendimiento y la colaboración interinstitucional y así
detectar las distintas áreas con debilidad y hacer pro-
puestas de fondo para su fortalecimiento.

La transparencia y rendición de cuentas, son
verdaderos soportes que impactan en la calidad del
gasto con resultados perceptibles para la ciudadanía,
que abonaran en gran medida a acrecentar la con-
fianza en la gestión pública apuntalada en el marco
de una información financiera clara, veraz, objetiva y
oportuna respecto a la obtención, administración y
ejercicio de los recursos públicos.

Resulta necesario, no solo como parte de un
complejo de mecanismos de equilibrio entre poderes
públicos, producto de una tradición constitucional
añeja, la fiscalización o revisión permanente de la
gestión pública, y aún más, de los resultados medi-
bles que arroje el ejercicio de los arbitrios públicos.

La presente iniciativa de reformas de la Ley
de Fiscalización Superior para el Estado de Michoacán
de Ocampo, deberán impactar de forma positiva, de
tal manera que se establezcan nuevos procesos o
mecanismos, que en síntesis consistirán en la pre-
sentación del Informe General de la cuenta pública;
Informe de Avance de Gestión Financiera; Informes
Específicos; presentación de Informes Individuales,
práctica de auditorías legales, de cumplimiento finan-
ciero, presupuestarias, de desempeño, de inversión
físicas, a las tecnologías de la información, forenses
e integrales; fortalecimiento al proceso de fiscaliza-
ción, redefiniendo sus plazos, incorporando medios
electrónicos en su tramitación dinamismo y eficien-
cia, regulando las auditorias de desempeño y sus
resultados (recomendaciones), e incorporando reque-
rimientos de información dentro de la planeación de
auditorías que hagan éstas más asertivas; impulso
decidido al seguimiento de las responsabilidades ad-
ministrativas y civiles, tanto por el órgano auditor
como por los sujetos fiscalizados asignando o am-
pliando facultades a ambos, así como también
implementando nuevas acciones de sanción adminis-
trativa –agravantes– contra eventuales infractores
reincidentes.

Para estar a la altura de estas nuevas reglas,
importante es realizar las reformas a la Ley de Fisca-
lización Superior para el Estado de Michoacán de
Ocampo, a efecto de que la fiscalización sea una re-
gla en que los objetivos específicos de la fiscalización,
a saber, la apropiada y eficaz utilización de los fondos

públicos, la búsqueda de una gestión rigurosa, la re-
gularidad en la acción administrativa y la información,
tanto a los poderes públicos como al país, mediante
la publicación de informes objetivos, son necesarios
para la estabilidad y el desarrollo de los Estados, en
el sentido de los postulados de las Naciones Unidas.

Así, ha quedado establecido que la indepen-
dencia de la fiscalización superior es elemento
indispensable para garantizar que la operación de los
procesos de revisión correspondientes se lleven a cabo
de forma imparcial, competente, objetiva y oportuna.

Adicionalmente, se ha reconocido la evidente
necesidad de que la fiscalización superior incorpore
nuevas tecnologías de información así como un sóli-
do sustento de profesionalización de los servidores
públicos que desarrollan esta destacada tarea. Otro
principio rector de la fiscalización contemporánea co-
rresponde a la publicidad de sus informes, tomando
en cuenta las reservas que, en su caso, establezcan
las legislaciones en la materia.

La transparencia y la información se han con-
vertido, hoy en día, en patrimonio ciudadano y en ejes
de los sistemas de rendición de cuentas, por lo que
el carácter público de los informes, es sin duda, una
exigencia social y un derecho fundamental de la ciu-
dadanía.

En suma, hacer de la fiscalización superior
una herramienta efectiva para el mejoramiento de los
gobiernos, y dar certidumbre a la sociedad sobre el
manejo eficiente y honesto de los recursos públicos,
deben ser postulados universales de actuación.

La sociedad demanda gobiernos verdadera-
mente comprometidos con la ética política y la moral
pública. Todos debemos tener como premisa funda-
mental el compromiso ineludible de actuar, sin excusa
ni pretexto, privilegiando en todo momento.

No es posible dejar de señalar, que la pre-
sente iniciativa tiene así mismo su punto de partida
e igualmente busca alinear, tanto la presentación de
la cuenta pública, como la información financiera gu-
bernamental, a lo previsto por Ley General de
Contabilidad Gubernamental, ordenamiento de orden
público vinculante a todos los ámbitos de gobierno,
que por su actualidad, trascendencia, complejidad e
importancia, se ha convertido en una normativa fun-
damental de las finanzas públicas estatales.

Así también, la iniciativa que nos ocupa tie-
ne como otra finalidad esencial, el fortalecimiento
institucional del órgano técnico estatal de fiscaliza-
ción, como una medida que persigue, tal y como se
postula en las líneas anteriores, el contar con es-
tructuras sólidas, especializadas y dinámicas acordes
a los nuevos tiempos y alineadas a los ordenamien-
tos constitucionales y legales nacionales,
proponiéndose en ese contexto su nueva denomina-
ción, como Auditoría Superior de Michoacán esto
conforme a la naturaleza, obligaciones, competencias
y funciones asignadas, bajo premisas de autonomía
técnica, de gestión y presupuestal, que permitan cum-
plir a cabalidad con su importante tarea.
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Se estable la figura de la Unidad de Evalua-
ción y Control de la Comisión, que será parte de la
Comisión Inspectora, y que se encargará de evaluar
el desempeño de la Auditoría Superior de Fiscaliza-
ción y Rendición de Cuentas del Estado de Michoacán,
a efecto de proponer acciones para elevar la calidad
de su labor, aportar elementos para mejorar el proce-
so de fiscalización superior, perfeccionar el marco
jurídico aplicable, así como en la transparencia y ren-
dición de cuentas de los ingresos que reciba, así como
en funciones de contraloría, vigilar que sus servido-
res públicos se conduzcan en términos de lo que
disponga la Ley de Fiscalización Superior para el Es-
tado de Michoacán de Ocampo y demás legislación
aplicable, dándole mayor certeza a los procedimien-
tos de fiscalización, como a la propia Auditoría, el
principal patrimonio de la fiscalización es su eficien-
cia y eficacia. Este principio representa una garantía
para todos: gobiernos, partidos políticos y ciudada-
nos.

Por esta razón y con el fin de tener mayor par-
ticipación ciudadana, se propone que el Consejo de
Dirección se integre además de dos Diputados inte-
grantes de la Comisión Inspectora, por dos
representantes de la sociedad civil, dos del sector
académico, y dos más de los colegios de profesionis-
tas, el cual funcionará de conformidad con la Ley de
Fiscalización Superior para el Estado de Michoacán
de Ocampo.

En el tema de la Fiscalización, se vinculan
las reformas con la Ley del Sistema Estatal Antico-
rrupción, donde la Auditoría Superior de Michoacán y
la Secretaría de Contraloría del Ejecutivo del Estado
serán el vínculo del Estado de Michoacán con el Sis-
tema Nacional de Fiscalización a fin de que con su
participación se cuente con mayores conocimientos,
ideas y experiencias encaminadas a avanzar en el
desarrollo de la fiscalización de los recursos públi-
cos; se contará además con una Plataforma Digital
Estatal que se implementará por el Comité con apego
a los lineamientos señalados por la federación, que
permita cumplir con los procedimientos, obligaciones
y disposiciones señaladas en la presente Ley y la Ley
de Responsabilidades Administrativas para el Estado
de Michoacán de Ocampo, será administrada por la
Secretaría Ejecutiva a través del Secretario Técnico
en los términos de esta Ley y contará al menos con
los sistemas electrónicos siguientes: I. Sistema de
evolución patrimonial, de declaración de intereses y
constancia de presentación de declaración fiscal; II.
Sistema de los Servidores públicos que intervengan
en procedimientos de contrataciones públicas; III.
Sistema de Servidores públicos y particulares san-
cionados; IV. Sistema de información y comunicación
con el Sistema Nacional y con el Sistema Nacional de
Fiscalización; V. Sistema de denuncia pública de fal-
tas administrativas y hechos de corrupción, y VI.
Sistema de Información Pública de Contrataciones.

Es por ello que las comisiones dictaminado-
ras consideramos de vital importancia las reformas a
la presente Ley, en virtud de que, se deja claro que
los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, los Ór-
ganos Constitucionales Autónomos y los gobiernos
municipales, incluyendo en estos últimos y en el Po-

der Ejecutivo a su administración pública centraliza-
da, paraestatal, desconcentrada y de participación
general y todos aquellos en que cualquier autoridad
directa o indirectamente intervenga, independiente
de la denominación que se les otorgue, actúen bajo
los principios, bases generales y de procedimiento que
garanticen la prevención, investigación y sanción de
las faltas administrativas, los actos y hechos de co-
rrupción, y una correcta aplicación de los recursos
públicos.

Por lo anteriormente expuesto y con funda-
mento en los artículos 52 fracción I, 62 fracciones
XIII, XVI, XVIII, XIX y XXIII, 79, 82, 84, 85, 89, 244 y
245 de la Ley Orgánica y de Procedimientos del Con-
greso del Estado de Michoacán de Ocampo, las y los
diputados integrantes de estas comisiones dictami-
nadoras nos permitimos someter a la consideración
del Pleno de esta Legislatura, el siguiente Proyecto
de

DECRETO

Único. Se reforman los artículos 1; 4 frac-
ciones VII, VIII, IX, X, XI, XII, XIII, XIV, XV, XVI,
XVII, XVIII, XIX, XX y XXI; 5 párrafos primero y
segundo; 6 fracciones II, IV, IX, X, XI, XV, XVI,
XXIII, XXV y XXVI; 7; 9 párrafo segundo y cuatro;
11 fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII y VIII; 12; 13
fracciones VII, VIII y IX; 14 fracciones IX, XV, XXI,
XXII, XXIII, XXIV, XXV y XXVI; 16; 17 fracciones
V, VI, VII y XIV; 18 fracción IV; 19; 20; 21; 22; 25;
27 fracción I; 28 fracciones II, VIII, y IX; 30 frac-
ciones I y II; 32; Título del Capítulo Octavo,
Noveno, Décimo, Undécimo; 35; 36 fracciones XI,
XII, XIII, XIV, XVI y XVII; Título del Capítulo Dé-
cimo Tercero; 42; Título del Capítulo Décimo
Cuarto, Décimo Quinto; 55 fracciones I, II, III y
IV; 56; 57. Se adiciona un párrafo segundo y las
fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII y VIII al artículo
3; las fracciones XXII, XXIII, XXIV, XXV, XXVI,
XXVII, XXVIII, XXIX, XXX y XXXI al artículo 4; los
párrafos tercero, cuatro, quinto, sexto, séptimo,
octavo, noveno, decimo y las fracciones I y II al
artículo 5; las fracciones XXVII, XXVIII, XXIX, XXX,
XXXI inciso a), b), c), d), XXXII, XXXIII, XXXIV,
XXXV, XXXVI, XXXVII, XXXVIII, XXXIX, XL, XLI,
XLII, XLIII, XLIV, XLV XLVI, XLVII y XLVIII al artí-
culo 6; 6 bis; 8 bis; 8 ter; 9 bis; 9 ter; 9 quáter; 9
quinquies; 9 sesiex; 9 septies; 9 octies; 9 nonies;
9 decies; 9 undecies; 9 duodecies; 14 fracciones
III y VIII; 17 fracciones XV, XVI y XVII; 25 frac-
ción VI; 34 bis, 34 ter, 34 quáter, 34 quinquies,
34 sexies, 34 septies, 34 octies, 34 nonies, 34
decies, 34 undeces, 34 duodecies, 34 terdeces, 34
quaterdecies, 34 quindecies, 34 sexdecies, 34 sep-
tendecies, 34 octodecies, 34 novodecies, 34 vicies,
34 unvicies, 34 duovicies, 34 tervicies, 34 qua-
tervicies, 34 quinvicies, 34 sexvivies, 34
septvicies, 34 octovicies; 35 párrafo segundo y
tercero; 36 bis, 36 ter, 36 quáter, 36 quinquies;
37 párrafo tercero y cuarto; 37 Bis y los artículos
68 69; 70 y 71. Se derogan la fracción XVII bis del
artículo 4; las fracciones VII, VIII y XVII del artí-
culo 6; último párrafo del artículo 13; los incisos
a), b) y la fracción XIV del artículo 14; párrafos
segundo y tercero del artículo 38; 40; 41; 43; 44;



Página 15

GACETA PARLAMENTARIA

DEPARTAMENTO DE ASUNTOS EDITORIALES

45; 46; 47; 48; 49; 50; 51; 52; 53; 54; 58; 59; 60;
61; 62; 63; 64; 65; 66 y 67 todos de La Ley de Fis-
calización Superior para Estado de Michoacán de
Ocampo, para quedar como sigue:

Capítulo Primero
Disposiciones Generales

Artículo 1°. La presente Ley es de orden públi-
co, interés social y de observancia general en el Estado
de Michoacán; tiene por objeto reglamentar los artí-
culos 44 fracciones VIII, X, XI, XII, XIII y XV, 109,
133, 134, 135, 136 y el Título Cuarto de la Constitu-
ción Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán
de Ocampo; regula la fiscalización superior de las
Entidades, así como la organización y funcionamien-
to de la Auditoría Superior de Michoacán.

El desarrollo de las actividades de la Audito-
ría Superior se regirá bajo los principios de legalidad,
celeridad, eficiencia, eficacia, calidad en el servicio,
vigilancia, fiscalización técnica oportuna, imparciali-
dad, confiabilidad, definitividad, en forma simultánea,
anual, posterior, externa, independiente y autónoma;
así como el trámite de los asuntos de su competen-
cia y los que sean remitidos a las Autoridades
competentes.

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo an-
terior, en las situaciones que determine la Ley y
derivado de denuncias, la Auditoría Superior, podrá
revisar durante el ejercicio fiscal en curso y ejerci-
cios anteriores a las Entidades fiscalizadas.

Las Entidades fiscalizadas proporcionarán la
información que se solicite para la revisión, en los
plazos y términos señalados por la Ley, en caso de
incumplimiento, serán aplicables las sanciones pre-
vistas en la misma. La Auditoría Superior rendirá los
informes de avance de gestión financiera, general,
especifico e individual que establezca esta Ley al Con-
greso, y en su caso, promoverá las acciones que
correspondan ante el Tribunal, la Fiscalía o las auto-
ridades competentes.

Asimismo, sin perjuicio del principio de si-
multaneidad, en las situaciones excepcionales que
determine la Ley, derivado de la naturaleza, quejas y
denuncias, podrá requerir a las entidades que proce-
dan a la revisión, durante el ejercicio fiscal en curso,
de los conceptos denunciados, así como la rendición
de un informe.

A falta de disposición expresa en esta Ley, se
aplicarán en forma supletoria y complementaria, en
lo conducente, las disposiciones relativas del dere-
cho común sustantivo y procesal.

Adicionalmente, la presente Ley establece la
organización de la Auditoría Superior, sus atribucio-
nes, incluyendo aquéllas para conocer, investigar y
substanciar la comisión de faltas administrativas que
detecte en sus funciones de fiscalización, en térmi-
nos de esta Ley, la Ley de Responsabilidades y demás
legislación aplicable; así como su evaluación, control
y vigilancia por parte del Congreso.

Artículo 3°...

Para el cumplimiento de sus funciones, la
Auditoría Superior deberá realizar cualquiera de las
siguientes auditorías en forma independiente, suce-
siva o simultánea, sin perjuicio de las que sean
necesarias para el debido cumplimiento de sus fun-
ciones:

I. Auditoria legal: Comprende la revisión legal de los
recursos públicos, los contratos de adquisición y el
desarrollo de obras públicas, con el objeto de que la
captación, administración, ejercicio y aplicación de
recursos se realicen en apego a las disposiciones le-
gales y reglamentarias aplicables.
II. Auditoría de cumplimiento financiero: Analizará que
la recaudación, captación, administración, ejercicio y
aplicación de recursos aprobados por el Congreso se
lleven a cabo de acuerdo a la normativa correspon-
diente y que su manejo y registro financiero haya sido
correcto.
III. Auditoria presupuestaria: Proceso de revisión en
detalle para verificar la eficiencia, honestidad y lega-
lidad con que se emplean los recursos del Estado en
concordancia con el presupuesto.
IV. Auditoría de desempeño: evaluará el grado de cum-
plimiento de metas y objetivos de los programas
gubernamentales y el grado de correspondencia guar-
dan con el Plan Desarrollo Integral del Estado; si estos
fueron realizados con eficacia, eficiencia y economía,
así como su impacto social y económico y beneficios
para la ciudadanía.
V. Auditoría de Inversiones Físicas: revisará los pro-
cesos de adquisición y desarrollo de obras públicas;
se evalúa si se justifica su inversión, si cumplen los
estándares de calidad previstos, la razonabilidad de
los montos invertidos, si fueron entregadas en tiem-
po y forma, y si observaron la normativa vigente.
VI. Auditoría a las tecnologías de la información; re-
visará las adquisiciones, administración y
aprovechamiento de sistemas e infraestructuras, ca-
lidad de los datos y seguridad de la información de
las Entidades, así como la evaluación de programas
de tecnologías y sistemas de control interno.
VII. Auditoría Forense: Se encargará de la revisión
rigurosa, pormenorizada, objetiva y crítica de los pro-
cesos, hechos y evidencias derivados de la
fiscalización, para la investigación y documentación
de un presunto ilícito, en los casos en los que los
hubiere.
VIII. Auditoría Integral; Es la Auditoria que compren-
de la revisión general legal, financiera, administrativa
y contable del ingreso y gasto publico abarcando todo
lo relativo a la situación financiera, presupuestal,
patrimonial y programática de la entidad auditada;

Artículo 4°...

I...
II...
III...
IV...
V...
VI...
VII. Entidades: Los poderes Ejecutivo, Legislativo y
Judicial, los Gobiernos Municipales y los organismos
paraestatales, paramunicipales, fideicomisos, fondos,
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comités, sindicatos, organismos autónomos e insti-
tuciones y, en general, cualquier otra persona, física
o moral, que maneje recursos públicos;
VIII...
IX. Faltas administrativas: Las Faltas administrativas
graves, las Faltas administrativas no graves; así como
las Faltas de particulares, conforme a lo dispuesto
en esta Ley;
X. Falta administrativa grave: Las faltas administrati-
vas de los Servidores Públicos catalogadas como
graves en los términos de la Ley de Responsabilida-
des, cuya sanción corresponde al Tribunal de Justicia
Administrativa del Estado de Michoacán de Ocampo;
XI. Falta administrativa no grave: Las faltas adminis-
trativas de los Servidores Públicos en los términos
de la Ley de Responsabilidades, cuya sanción corres-
ponde a los Órganos internos de control;
XII. Fiscalía Especializada: Fiscalía Especializada en
materia de delitos relacionados con hechos de corrup-
ción;
XIII. Fiscalización: Es la revisión y evaluación que en
forma simultánea o posterior, independiente y autó-
noma realiza la Auditoría superior para verificar si
los ingresos, el manejo, la custodia y aplicación de
fondos y recursos púbicos, se ajustaron a la normati-
vidad que regula su operación y si se cumplieron los
objetivos y metas contenidos en los programas esta-
tales y municipales; así como para evaluar el
desempeño institucional y de los servidores públicos
que administraron, ejercieron y aplicaron los recur-
sos públicos;
XIV. Fondo: Fondo de Fortalecimiento para la Fiscali-
zación Superior;
XV. Gestión Financiera: La administración, manejo,
custodia, control y aplicación de los ingresos, egre-
sos, fondos, patrimonio y en general, de los recursos
públicos que las Entidades utilicen para la ejecución
de los objetivos contenidos en los programas federa-
les, estatales o municipales aprobados o convenidos
debidamente, así como sus atribuciones;
XVI. Informe de Avance de Gestión Financiera: El infor-
me que rinden los Poderes del Estado y los entes
públicos de manera consolidada a través del titular
del Ejecutivo al Congreso del Estado, sobre los avan-
ces físicos y financieros de los programas aprobados
para el análisis correspondiente, presentado como un
apartado específico del segundo informe trimestral del
ejercicio correspondiente al que se refiere la Ley de
Planeación Hacendaria, Presupuesto, Gasto Público
y Contabilidad Gubernamental del Estado de Mi-
choacán de Ocampo;
XVII. Informe específico: El informe derivado de denun-
cias a que se refiere el artículo 133 de la Constitución;
XVII Bis. Derogado.
XVIII. Informe general: El informe general ejecutivo,
de los resultados de la revisión y fiscalización de las
cuentas públicas que la Auditoría Superior presente
al Congreso;
XIX. Informe individual: Los informes de cada una de
las auditorías practicadas a las Entidades fiscaliza-
das;
XX. Interventor: Persona designada por la Auditoría
Superior, con facultad de intervención en represen-
tación de ésta, dentro del proceso de
entrega-recepción con alcances de la fiscalización si-
multánea;

XXI. Ley: Ley de Fiscalización Superior para el Estado
de Michoacán de Ocampo;
XXII. Ley de Responsabilidades: Ley de Responsabili-
dades Administrativas para el Estado de Michoacán
de Ocampo;
XXIII. Normatividad secundaria: Los manuales, normas
técnicas, lineamientos o disposiciones secundarias
que expida la Auditoría Superior acordes a la presen-
te Ley y los reglamentos, con la aprobación de la
Comisión;
XXIV. Órgano de Control: Órganos internos de control
de las Entidades;
XXV. Órganos internos de control: Las unidades admi-
nistrativas a cargo de promover, evaluar y fortalecer
el buen funcionamiento del control interno de los
poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, los Gobier-
nos Municipales y los organismos paraestatales,
paramunicipales, fondos, comités, organismos autó-
nomos e instituciones;
XXVI. Informe de Presunta Responsabilidad Administra-
tiva: Es el documento que surge como resultado de
los actos de fiscalización no solventados en los tér-
minos de la Ley;
XXVII. Recursos públicos: Todo numerario que sea
propiedad del Gobierno del Estado, de los ayuntamien-
tos o de las demás Entidades, provenientes de los
conceptos previstos en las leyes de ingresos, decre-
tos o acuerdos que rijan en la materia, asignaciones,
subsidios, concesiones, participaciones, aprovecha-
mientos, derechos, aportaciones federales o cualquier
otro concepto análogo que se les asigne; así como la
colocación en forma temporal o permanente de los
fondos en valores que les representen inversiones;
XXVIII. Reglamento: Normatividad que, con tal carác-
ter, formal o materialmente emita el Congreso, en
los términos de Ley, para el funcionamiento técnico
de la Auditoría Superior, a propuesta de la misma;
XXIX. Servidores Públicos: Los integrantes, funciona-
rios y empleados de los Poderes Ejecutivo, Legislativo
y Judicial, así como de los Gobiernos Municipales y
los organismos paraestatales, paramunicipales, fon-
dos, comités, organismos autónomos e instituciones;
XXX. Tribunal: El Tribunal de Justicia Administrativa
del Estado de Michoacán;
XXXI. Unidad: la Unidad de Evaluación y Control de
la Comisión, y
XXXII. Unidad de Medida y Actualización: el valor dia-
rio establecido por el Instituto Nacional de Estadística
y Geografía, para determinar la cuantía del pago de
las obligaciones y supuestos previstos en la presen-
te Ley.

Artículo 5°. La fiscalización se realizará de
manera simultánea o posterior, independiente y au-
tónoma de cualquier forma de control que realicen
los órganos internos de control de las Entidades, los
cuales deberán coadyuvar a la misma.

La Auditoría Superior podrá revisar los proce-
sos de contratación, adjudicación, enajenación en la
ejecución del presupuesto de las entidades, siempre
que sea recurso público, para garantizar que los pre-
cios contratados y establecidos, hayan cumplido con
las disposiciones legales.

Las Entidades a que se refiere este artículo
deberán acompañar a la información solicitada, los
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anexos, estudios, memorias de cálculo y demás do-
cumentación soporte relacionada con la solicitud.

Los servidores públicos, así como cualquiera
de las Entidades, deberán proporcionar la informa-
ción y documentación que solicite la Auditoría Superior
para efectos de sus auditorías e investigaciones, de
conformidad con los procedimientos establecidos en
las leyes y sin perjuicio de la competencia de otras
autoridades y de los derechos de los usuarios del sis-
tema financiero.

Cuando esta Ley no prevea plazo, la Auditoría
Superior podrá fijarlo y no será inferior a diez días
hábiles ni mayor a quince días hábiles contados a
partir del día siguiente a que haya surtido efectos la
notificación correspondiente.

Cuando derivado de la complejidad de los re-
querimientos de información formulados por la
Auditoría Superior, las entidades podrán solicitar por
escrito fundado y motivado, un plazo mayor para aten-
derlo sin que pueda prorrogarse de modo alguno; la
Auditoría Superior en un término de tres días hábiles
y mediante acuerdo fundado y motivado determinará
si lo concede.

La fiscalización de la Cuenta Pública que rea-
liza la Auditoría Superior se lleva a cabo de manera
posterior al término de cada ejercicio fiscal, una vez
que el programa anual de auditoría esté aprobado y
publicado en su página de internet; tiene carácter
externo y por lo tanto se efectúa de manera indepen-
diente y autónoma de cualquier otra forma de control
o fiscalización que realicen los Órganos internos de
control.

La negativa a entregar información a la Audi-
toría Superior, así como los actos de simulación que
se presenten para entorpecer y obstaculizar la activi-
dad fiscalizadora será sancionada conforme a esta Ley,
la Ley de Responsabilidades y la legislación penal
aplicable.

Cuando los servidores públicos y las perso-
nas físicas y morales, públicas o privadas aporten
información falsa, serán sancionados conforme a lo
previsto por el Código Penal para el Estado de Mi-
choacán de Ocampo.

El contenido del Informe de Avance de Ges-
tión Financiera se referirá a los programas a cargo de
las Entidades, para conocer el grado de cumplimiento
de los objetivos, metas y satisfacción de necesidades
en ellos proyectados y contendrá: }

I. El flujo contable de ingresos y egresos al 30 de ju-
nio del año en que se ejerza el Presupuesto de Egresos,
y
II. El avance del cumplimiento de los programas con
base en los indicadores aprobados en el Presupuesto
de Egresos.

Lo anterior, sin perjuicio de lo previsto en la
Ley de Planeación Hacendaria, Presupuesto, Gasto
Publico y Contabilidad Gubernamental del Estado de
Michoacán de Ocampo.

La Auditoría Superior realizará un análisis del
Informe de Avance de Gestión Financiera 30 días pos-
teriores a la fecha de su presentación y lo entregará a
la Comisión.

Tratándose de los informes de Avance de ges-
tión Financiera, General, Especifico e individual, la
información contenida en los mismos será publicada
en la página de Internet de la Auditoría Superior, en
Formatos Abiertos conforme a lo establecido en la Ley
de Transparencia y Acceso a la Información Pública y
Protección de Datos Personales del Estado de Mi-
choacán de Ocampo, siempre y cuando no se revele
información que se considere temporalmente reser-
vada o que forme parte de un proceso de investigación,
en los términos previstos en la legislación aplicable.
La información reservada se incluirá al día siguiente
hábil en que deje de serlo.

Capítulo Segundo
De La Auditoría Superior de Michoacán

Artículo 6°...

I…
II… Coadyuvar con el Congreso para la aprobación de
leyes de ingresos y presupuesto de egresos del Esta-
do;
III…
IV. Intervenir a través de la figura de un interventor,
en los procedimientos de entrega-recepción previa
solicitud por escrito de las Entidades.

La presencia del interventor, no genera con-
secuencia jurídica ni tampoco suple alguna etapa,
dentro del proceso de la fiscalización que en su mo-
mento se hiciere a la cuenta pública que corresponda.
Su presencia solo será de asesoría a las partes, res-
pecto de las obligaciones que por ley deban en el
proceso de entrega recepción, debiendo actuar de
manera imparcial, en caso de no hacerlo se harán
acreedores a las responsabilidades que la legislación
aplicable señale;

VII. Derogada.
VIII. Derogada.
XI. Apoyar al Congreso en la revisión y fiscalización
de las cuentas públicas y entregar a través de la Co-
misión, los Informes General, Específico e Individual;
XII…
XIII…
XIV. Efectuar visitas domiciliarias, para la revisión,
confrontación y compulsa de los libros, documentos,
contratos, convenios, nombramientos, dispositivos
magnéticos o electrónicos de almacenamiento de in-
formación, documentos y archivos indispensables para
la realización de sus investigaciones, así como reali-
zar entrevistas y reuniones con particulares o con
los servidores públicos, necesarias para realizar el
ejercicio de sus funciones;
XV. Requerir en su caso a personas físicas y mora-
les, públicas o privadas relacionados con las entidades
los informes, contratos, documentos contables, de
bienes o servicios, para dejar acreditadas o no irregu-
laridades surgidas del ejercicio de sus funciones;
XVI…
XVII. Derogada.
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XVIII a XXII…
XXIII. Determinar qué proveedores de bienes, servi-
cios o contratistas de obras, no deben ser contratados
por las Entidades cuando incurran en alguno de los
supuestos establecidos en esta Ley, y la Ley de res-
ponsabilidades;
XXIV…
XXV. Entregar a la Contraloría Interna del Congreso
y a la Comisión a través de la Unidad, trimestralmen-
te los informes sobre el gasto de su presupuesto;
XXVI. Practicar auditorías conforme a los indicado-
res establecidos en el Presupuesto de Egresos y
tomando en cuenta el Plan de Desarrollo Integral,
los programas sectoriales, subregionales y especia-
les de las Entidades fiscalizadas, entre otros, a efecto
de verificar el desempeño de los mismos y, en su caso,
el uso de recursos públicos;
XXVII. Verificar que las Entidades fiscalizados que
hubieren captado, recaudado, custodiado, manejado,
administrado, aplicado o ejercido recursos públicos,
lo hayan realizado conforme a los programas aproba-
dos y montos autorizados, así como en el caso de los
egresos, con cargo a las partidas correspondientes;
además, con apego a las disposiciones legales, regla-
mentarias y administrativas aplicables;
XXVIII. Verificar obras, bienes adquiridos y servicios
contratados por las Entidades fiscalizados para com-
probar si los recursos de las inversiones y los gastos
autorizados a los ya mencionados se ejercieron en
los términos de las disposiciones aplicables;
XXIX. Requerir a los auditores externos copia de to-
dos los informes y dictámenes de las auditorías y
revisiones por ellos practicadas a las Entidades fis-
calizadas y de ser requerido, el soporte documental;
XXX. Requerir a terceros que hubieran contratado con
las Entidades fiscalizadas obra pública, bienes o ser-
vicios mediante cualquier título legal y a cualquier
Entidad o aquellas que hayan sido subcontratados
por terceros, la información relacionada con la docu-
mentación justificativa y comprobatoria del ejercicio
de recursos públicos a efecto de realizar las compul-
sas correspondientes;

XXXI. Solicitar, obtener y tener acceso a toda la in-
formación y documentación, que a juicio de la
Auditoría Superior sea necesaria para llevar a cabo la
auditoría correspondiente, sin importar el carácter de
confidencial o reservado de la misma, que obren en
poder de:

a) Las Entidades fiscalizadas;
b) Los Órganos internos de control;
c) Los auditores externos de las Entidades fiscaliza-
das;
d) Instituciones de crédito, fideicomisos u otras figu-
ras del sector financiero.

La Auditoría Superior tendrá acceso a la in-
formación que las disposiciones legales consideren
como de carácter reservado o confidencial cuando esté
relacionada directamente con la captación, recauda-
ción, administración, manejo, custodia, ejercicio,
aplicación de los ingresos y egresos y la deuda públi-
ca, estando obligada a mantener la misma reserva,
en términos de las disposiciones aplicables. Dicha
información solamente podrá ser solicitada en los

términos de las disposiciones aplicables, de manera
indelegable por el Titular de la Auditoría y los audito-
res especiales a que se refiere esta Ley.

Cuando derivado de la práctica de auditorías
se entregue a la Auditoría Superior información de
carácter reservado o confidencial, ésta deberá garan-
tizar que no se incorpore en los resultados,
observaciones, recomendaciones y acciones de los
informes de auditoría respectivos, información o da-
tos que tengan esta característica en términos de la
legislación aplicable. Dicha información será conser-
vada por la Auditoría Superior en sus documentos de
trabajo y sólo podrá ser revelada a la autoridad com-
petente, en términos de las disposiciones aplicables.

El incumplimiento a lo dispuesto en esta frac-
ción será motivo del fincamiento de las
responsabilidades administrativas y penales estable-
cidas en las leyes correspondientes;

XXXII. Investigar, en el ámbito de su competencia,
los actos u omisiones que impliquen alguna irregula-
ridad o presunta conducta ilícita, o comisión de faltas
administrativas, en los términos establecidos en esta
Ley y en la Ley de Responsabilidades;
XXXIII. Formular recomendaciones, solicitudes de
aclaración, pliegos de observaciones, promociones del
ejercicio de la facultad de comprobación fiscal, pro-
mociones de responsabilidad administrativa
sancionatoria, informes de probable responsabilidad
administrativa, denuncias de hechos y denuncias de
juicio político;
XXXIV. Promover las responsabilidades administra-
tivas, para lo cual la Auditoría Superior elaborará un
informe de probable responsabilidad administrativa,
a efecto de turnarlo y presentarlo ante el Tribunal o,
en el caso de las no graves, ante el órgano interno de
control y, en su caso, promover la imposición de las
sanciones que procedan;
XXXV. Promover y dar seguimiento ante las autorida-
des competentes para la imposición de las sanciones
que correspondan a los servidores públicos y los par-
ticulares y presentará denuncias y querellas penales;
XXXVI. Recurrir, a través de la Unidad a cargo de las
investigaciones de la Auditoría Superior, las determi-
naciones del Tribunal y de la Fiscalía Especializada,
en términos de las disposiciones legales aplicables;
XXXVII. Conocer y resolver sobre el recurso de re-
consideración que se interponga en contra de las
multas que imponga;
XXXVIII. Participar en el Sistema Estatal Anticorrup-
ción y en su Comité Coordinador, así como celebrar
convenios con organismos cuyas funciones sean acor-
des o guarden relación con sus atribuciones y
participar en foros nacionales e internacionales;
XXXIX. Podrá solicitar a las Entidades fiscalizadas
información del ejercicio en curso, respecto de proce-
sos concluidos, para la planeación de la fiscalización
de la Cuenta Pública. Lo anterior sin perjuicio de la
revisión y fiscalización que la Auditoría Superior lle-
ve a cabo conforme a lo contenido en esta Ley;
XL. Obtener durante el desarrollo de las auditorías e
investigaciones copia de los documentos originales
que se tengan a la vista, y certificarlas mediante co-
tejo con sus originales así como solicitar la
documentación en copias certificadas;
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XLI. Solicitar la comparecencia de las personas que
se consideren, en los casos concretos que así se de-
termine en esta Ley;
XLII. Comprobar la existencia, procedencia y registro
de los activos y pasivos de las Entidades fiscalizadas,
de los fideicomisos, fondos y mandatos o cualquier
otra figura análoga, para verificar la razonabilidad de
las cifras mostradas en los estados financieros con-
solidados y particulares de la Cuenta Pública;
XLIII. Fiscalizar el financiamiento público en los tér-
minos establecidos en esta Ley así como en las demás
disposiciones aplicables;
XLIV. Solicitar la información financiera, incluyendo
los registros contables, presupuestarios, programá-
ticos y económicos, así como los reportes
institucionales y de los sistemas de contabilidad gu-
bernamental que las Entidades están obligadas a
operar con el propósito de consultar la información
contenida en los mismos;
XLV. Imponer multas de conformidad con lo estable-
cido en esta Ley;
XLVI. Establecer los lineamientos técnicos y crite-
rios para las auditorías y su seguimiento,
procedimientos, investigaciones, encuestas, métodos
y sistemas necesarios para la fiscalización superior;
XLVII. Proponer al Consejo Nacional de Armoniza-
ción Contable, en los términos de la Ley General de
Contabilidad Gubernamental, modificaciones a la for-
ma y contenido de la información de la Cuenta Pública
y a los formatos de integración correspondientes;
XLVIII. Las demás que expresamente le señale la
Constitución, esta Ley y demás normas vigentes en
el Estado.

Artículo 6 bis. La Auditoría Superior podrá im-
poner multas, conforme a lo siguiente:

I. Cuando los servidores públicos y las personas físi-
cas no atiendan los requerimientos, salvo que exista
disposición legal o mandato judicial que se los impi-
da, o por causas ajenas a su responsabilidad, la
Auditoría Superior podrá imponerles una multa de
ciento cincuenta a dos mil veces el valor diario de la
UMA;
II. En el caso de personas morales, públicas o priva-
das, la multa será de ciento cincuenta a diez mil veces
el valor diario de la UMA;
III. Se aplicarán las multas previstas en este artículo
a los terceros que hubieran firmado contratos para
explotación de bienes públicos o recibido en conce-
sión o subcontratado obra pública, administración de
bienes o prestación de servicios mediante cualquier
título legal con las Entidades fiscalizadas, cuando no
entreguen la documentación e información que les
requiera la Auditoría Superior;
IV. La reincidencia se sancionará con una multa has-
ta el doble de la impuesta anteriormente, sin perjuicio
de que persista la obligación de atender el requeri-
miento respectivo;
V. Las multas establecidas en esta Ley se fijarán en
cantidad líquida. El área correspondiente de la Audi-
toria Superior se encargará de hacer efectivo su cobro
en términos de esta Ley y la legislación aplicable; di-
cha cantidad ingresará al fondo;
VI. Para imponer la multa que corresponda, la Audi-
toría Superior debe oír previamente al presunto
infractor y tener en cuenta sus condiciones económi-

cas, así como la gravedad de la infracción cometida y
en su caso, elementos atenuantes, su nivel jerárqui-
co y la necesidad de evitar prácticas tendientes a
contravenir las disposiciones contenidas en esta Ley;
VII. Las multas que se impongan en términos de este
artículo son independientes de las sanciones admi-
nistrativas y penales que, en términos de las leyes
en dichas materias, resulten aplicables por la negati-
va a entregar información a la Auditoría Superior, así
como por los actos de simulación que se presenten
para entorpecer y obstaculizar la actividad fiscaliza-
dora o la entrega de información falsa.

Las multas impuestas no podrán ser pagadas
con recursos públicos de las Entidades.

Capítulo Tercero
De la Coordinación Fiscal con la Federación

Artículo 7°. La Auditoría Superior, de confor-
midad a lo que establece la Ley de Fiscalización
Superior de la Federación, la Ley de Coordinación Fiscal
Federal y Estatal y demás leyes federales que con-
tengan normas para la coordinación en sus actividades
en materia de Fiscalización, podrá celebrar convenios
en la materia, observando las normas estatales y
municipales. Además deberá suscribir convenios con
la Auditoría Superior de la Federación, cuando no
cuente con la capacidad técnica para realizar los di-
versos tipos de auditorías contempladas en esta Ley;

Capítulo Cuarto
Integración y Organización de la Auditoría Superior

Artículo 8° bis. La designación del Titular de la
Auditoría Superior se sujetará al procedimiento si-
guiente:

I. La Comisión formulará la convocatoria pública co-
rrespondiente, a efecto de recibir durante un período
de diez días hábiles contados a partir de la fecha de
publicación de la convocatoria, las solicitudes para
ocupar el puesto de Titular de la Auditoría Superior.
La Comisión deberá consultar a las organizaciones
de la sociedad civil y académicas que estime perti-
nente, para postular los candidatos idóneos para
ocupar el cargo;
II. Concluido el plazo anterior, y recibidas las solici-
tudes con los requisitos y documentos que señale la
convocatoria, la Comisión, dentro de los cinco días
hábiles siguientes procederá a la revisión, evaluación
y análisis de las mismas;
III. Del análisis de las solicitudes los integrantes de
la Comisión entrevistarán por separado para la eva-
luación respectiva y dentro de los cinco días hábiles
siguientes, a los candidatos que, a su juicio, consi-
dere idóneos para la conformación de una terna;
IV. En un plazo que no deberá exceder de cinco días
hábiles, la Comisión formulará su dictamen, a fin de
proponer al Congreso los tres candidatos, para que
éste proceda, en los términos del artículo anterior, a
la designación del Titular de la Auditoría Superior;
V. La persona designada para ocupar el cargo, protes-
tará ante el Pleno del Congreso.

Artículo 8° ter. En caso de que ningún candi-
dato de la terna propuesta en el dictamen para ocupar
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el cargo de Titular de la Auditoría Superior, haya ob-
tenido la votación de las dos terceras partes de los
miembros presentes del Congreso, se volverá a so-
meter una nueva propuesta en los términos del
artículo anterior.

Sin menoscabo de las características y espe-
cificaciones en los procedimientos para sus
nombramientos, deberán preverse los siguientes cri-
terios de evaluación:

I. Examen de conocimientos, cuyos resultados aten-
diendo al principio de máxima publicidad, serán
públicos, mediante un proceso transparente, donde
se garantice la inmediatez de los resultados y cuyos
reactivos de evaluación serán creados por institucio-
nes educativas de educación superior, colegios de
profesionistas y organizaciones de la sociedad civil;
II. Análisis curricular, donde se ponderará, relacio-
nados con la materia del cargo que se concursa, los
grados académicos, la experiencia profesional y labo-
ral, las publicaciones e investigaciones realizadas, la
participación en organismos o asociaciones profesio-
nales y sus antecedentes profesionales;
III. Comparecencia ante el órgano dictaminador, la
cual será evaluada tomando en cuenta la fama públi-
ca del aspirante, la organización en su presentación,
el conocimiento del tema, material de apoyo, cierre
de la presentación y capacidad de respuesta en las
réplicas.
La ponderación de cada etapa será proporcional y acu-
mulativa, sirviendo de referencia para la designación
de los servidores públicos señalados.

Artículo 9°. El Auditor Superior durará en su
encargo siete años. Será electo y removido en los tér-
minos y por las causas previstas en la Constitución,
en la Ley de Responsabilidades y en la presente Ley.

Los Auditores Especiales durarán en su en-
cargo cinco años, y serán designados de forma
escalonada.

…

El Titular será suplido en sus ausencias tem-
porales por los auditores especiales, en el orden que
señale el Reglamento Interior. En caso de falta defi-
nitiva, la Comisión dará cuenta al Congreso para que
designe, en términos de esta Ley, al Auditor que con-
cluirá el encargo, la Comisión deberá ser notificada
por cualquier servidor público de la Auditoria Supe-
rior que tenga conocimiento fundado de la ausencia.

Artículo 9° bis. El Titular de la Auditoría Supe-
rior y los auditores especiales durante el ejercicio de
su cargo, tendrán prohibido:

I. Formar parte de partido político alguno, participar
en actos políticos partidistas y hacer cualquier tipo
de propaganda o promoción partidista;
II. Desempeñar otro empleo, cargo o comisión en los
sectores público, privado o social, salvo los no re-
munerados en asociaciones científicas, docentes,
artísticas, de beneficencia, o Colegios de Profesiona-
les en representación de la Auditoría Superior;

III. Hacer del conocimiento de terceros o difundir de
cualquier forma, la información confidencial o reser-
vada que tenga bajo su custodia la Auditoría Superior
para el ejercicio de sus atribuciones, la cual deberá
utilizarse sólo para los fines a que se encuentra afec-
ta.

Artículo 9° ter. El Congreso dictaminará sobre
la existencia de los motivos de la remoción del Titu-
lar de la Auditoría Superior por causas graves de
responsabilidad, y deberá dar derecho de audiencia al
afectado. La remoción requerirá del voto de las dos
terceras partes de los integrantes del Congreso.

Artículo 9° quáter. Los servidores públicos de
la Auditoría Superior se clasifican en trabajadores de
confianza y trabajadores de base, y se regirán por el
Apartado B del artículo 123 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley de los
Trabajadores al Servicio del Estado de Michoacán de
Ocampo, Reglamentaria del Apartado B) del Artículo
123 Constitucional.

Son trabajadores de confianza, el Titular de
la Auditoría Superior, los auditores especiales, los
titulares de las unidades administrativas, los direc-
tores generales, los auditores, los mandos medios y
los demás trabajadores que tengan tal carácter con-
forme a lo previsto en la Ley de los Trabajadores al
Servicio del Estado de Michoacán de Ocampo, Regla-
mentaria del Apartado B) del Artículo 123
Constitucional y el Reglamento Interior de la Audito-
ría Superior.

Son trabajadores de base los que desempe-
ñan labores en puestos no incluidos en el párrafo
anterior y que estén previstos con tal carácter en la
Ley de los Trabajadores al Servicio del Estado de Mi-
choacán de Ocampo, Reglamentaria del Apartado B)
del Artículo 123 Constitucional.

La relación jurídica de trabajo se entiende
establecida entre la Auditoría Superior, a través de
su Titular y los trabajadores a su servicio para todos
los efectos.

Artículo 9° quinquies. Para el efecto de apoyar
a la Comisión en el cumplimiento de sus atribucio-
nes existirá una Unidad encargada de vigilar el estricto
cumplimiento de las funciones a cargo de los servido-
res públicos de la Auditoría Superior, la cual formará
parte de la estructura de la Comisión.

La Unidad, en el caso de los servidores públi-
cos de la Auditoría Superior, podrá imponer las
sanciones administrativas no graves previstas en la
Ley de Responsabilidades, tratándose de faltas gra-
ves en términos de dicha ley, promover la imposición
de sanciones ante el Tribunal, por lo que contará con
todas las facultades que dicha Ley otorga a las auto-
ridades investigadoras y substanciadoras. Se deberá
garantizar la estricta separación de las unidades ad-
ministrativas adscritas a la Unidad, encargadas de
investigar y substanciar los procedimientos adminis-
trativos sancionadores en términos de la Ley de
Responsabilidades. Asimismo, podrá proporcionar
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apoyo técnico a la Comisión en la evaluación del des-
empeño de la Auditoría Superior.

Artículo 9° sexies. La Unidad tendrá las siguien-
tes atribuciones:

I. Vigilar que los servidores públicos de la Auditoría
Superior se conduzcan en términos de lo dispuesto
por esta Ley y demás disposiciones legales aplica-
bles;
II. Practicar, por sí o a través de auditores externos,
auditorías para verificar el desempeño y el cumpli-
miento de metas e indicadores de la Auditoría
Superior, así como la debida aplicación de los recur-
sos a cargo de ésta con base en el programa anual de
trabajo que aprueba la Comisión;
III. Recibir denuncias de faltas administrativas deri-
vadas del incumplimiento de las obligaciones por parte
del Titular de la Auditoría Superior, auditores espe-
ciales y demás servidores públicos de la Auditoría
Superior, iniciar investigaciones y, en el caso de fal-
tas administrativas no graves, imponer las sanciones
que correspondan, en los términos de la Ley de Res-
ponsabilidades;
IV. Conocer y resolver el recurso que interpongan los
servidores públicos sancionados por faltas no graves
conforme a lo dispuesto por la Ley de Responsabili-
dades;
V. Realizar la defensa jurídica de las resoluciones que
se emitan ante las diversas instancias jurisdicciona-
les e interponer los medios de defensa que procedan
en contra de las resoluciones emitidas por el Tribu-
nal, cuando la Unidad sea parte en esos
procedimientos;
VI. Participar en los actos de entrega recepción de los
servidores públicos de mando superior de la Audito-
ría Superior;
VII. A instancia de la Comisión, presentar denuncias
o querellas ante la autoridad competente, en caso de
detectar conductas presumiblemente constitutivas de
delito, imputables a los servidores públicos de la Au-
ditoría Superior;
VIII. Llevar el registro y análisis de la situación patri-
monial de los servidores públicos adscritos a la
Auditoría Superior;
IX. Conocer y resolver de las inconformidades que
presenten los proveedores o contratistas, por el in-
cumplimiento de las disposiciones aplicables para la
Auditoría Superior en materia de adquisiciones, arren-
damientos y servicios, así como de obras públicas y
servicios relacionados con las mismas;
X. Auxiliar a la Comisión en la elaboración de los
análisis y las conclusiones del Informe General, los
informes individuales y demás documentos que le
envíe la Auditoría Superior;
XI. Proponer a la Comisión los indicadores y siste-
mas de evaluación del desempeño de la propia Unidad
y los que utilice para evaluar a la Auditoría Superior,
así como los sistemas de seguimiento a las observa-
ciones y acciones que promuevan tanto la Unidad
como la Comisión;
XII. En general, coadyuvar y asistir a la Comisión en
el cumplimiento de sus atribuciones;
XIII. Atender prioritariamente las denuncias;
XIV. Participar en las sesiones de la Comisión para
brindar apoyo técnico y especializado, y

XV. Las demás que le atribuyan expresamente las
disposiciones legales y reglamentarias aplicables.

Las Entidades fiscalizadas tendrán la facul-
tad de formular queja ante la Unidad sobre los actos
del Titular de la Auditoría Superior que contravengan
las disposiciones de esta Ley, en cuyo caso la Unidad
sustanciará la investigación preliminar por vía espe-
cial, para dictaminar si ha lugar a iniciar el
procedimiento de remoción a que se refiere este or-
denamiento, o bien el previsto en la Ley de
Responsabilidades, notificando al quejoso el dicta-
men correspondiente, previa aprobación de la
Comisión.

Artículo 9° septies. El titular de la Unidad será
designado por el Congreso, mediante el voto mayori-
tario de sus miembros presentes en la sesión
respectiva, a propuesta de la Comisión, que presen-
tará una terna de candidatos que deberán cumplir con
los requisitos que esta Ley establece para el Titular
de la Auditoría Superior. Lo anterior se llevará a cabo
a través de los procedimientos y plazos que fije la
misma Comisión.

El titular de la Unidad durará en su encargo
cuatro años.

Artículo 9° octies. El titular de la Unidad será
responsable administrativamente ante la Comisión y
el Congreso, a la cual deberá rendir un informe anual
de su gestión, con independencia de que pueda ser
citado extraordinariamente por ésta, cuando así se
requiera, para dar cuenta del ejercicio de sus funcio-
nes.

Artículo 9° nonies. Son atribuciones del Titu-
lar de la Unidad:

I. Planear y programar auditorías a las diversas áreas
que integran la Auditoría Superior, éstas independien-
tes a las que la Contraloría del Congreso realice;
II. Requerir a las unidades administrativas de la Au-
ditoría Superior la información necesaria para cumplir
con sus atribuciones;
III. Expedir certificaciones de los documentos que
obren en los archivos de la Unidad, así como repre-
sentar a la misma, y
IV. Las demás que le atribuyan expresamente las dis-
posiciones legales y reglamentarias aplicables.

Artículo 9° decies. Para el ejercicio de las atri-
buciones que tiene conferidas la Unidad, contará con
los servidores públicos, las unidades administrati-
vas y los recursos económicos que a propuesta de la
Comisión apruebe el Congreso y se determinen en el
presupuesto del mismo.

El reglamento de la Unidad que expida el Con-
greso establecerá la competencia de las áreas a que
alude el párrafo anterior y aquellas otras unidades
administrativas que sean indispensables para el de-
bido funcionamiento de la misma.

Artículo 9° undecies. Los servidores públicos
de la Unidad serán personal de confianza y deberán
cumplir los perfiles académicos de especialidad que
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se determinen en su Reglamento, preferentemente
en materias de fiscalización, evaluación del desem-
peño y control.

Artículo 9° duodecies. El Titular de la Audito-
ría Superior y los auditores especiales sólo estarán
obligados a absolver posiciones o rendir declaración
en juicio, en representación de la Auditoría Superior
o en virtud de sus funciones, cuando las posiciones y
preguntas se formulen por medio de oficio expedido
por autoridad competente, misma que contestarán por
escrito dentro del término establecido por dicha au-
toridad.

Artículo 11…

I. Ser ciudadano mexicano y no adquirir otra naciona-
lidad, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y
políticos;
II. Tener por lo menos treinta y cinco años cumplidos
el día de la designación;
III. Gozar de buena reputación y no haber sido con-
denado por delito doloso que amerite pena corporal
de más de un año de prisión;
IV. Haber residido en el Estado durante los dos años
anteriores al día de la designación;
V. No haber sido Secretario de Estado, Fiscal o Pro-
curador; Senador, Diputado Federal o Local; Titular
del Ejecutivo de alguna entidad federativa; titular o
en su caso comisionado de algún órgano constitucio-
nalmente autónomo; dirigente de algún partido
político, no haber sido tesorero, titular de las finan-
zas o de la administración de algún partido político,
ni haber sido postulado para cargo de elección popu-
lar durante el año previo al día de su nombramiento;
VI. Contar al momento de su designación con una
experiencia efectiva de cinco años en actividades o
funciones relacionadas con el control y fiscalización
del gasto público, política presupuestaria; evaluación
del gasto público, del desempeño y de políticas públi-
cas; administración financiera, o manejo de recursos;
VII. Contar el día de su designación, con título de
antigüedad mínima de cinco años, y cédula profesio-
nal de contador público, licenciado en derecho o
abogado, licenciado en economía, licenciado en admi-
nistración o cualquier otro título profesional
relacionado con las actividades de fiscalización expe-
didos por autoridad o institución legalmente facultada
para ello, y
VIII. No haber sido inhabilitado para desempeñar un
empleo, cargo o comisión en el servicio público, ni
removido por causa grave de algún cargo del sector
público o privado.

Artículo 12. Para ser Auditor Especial se de-
berán cumplir con los mismos requisitos señalados
para ser Auditor Superior, a excepción de otorgar fianza
administrativa ante el Congreso para el cumplimien-
to de sus funciones y la edad que será de 30 años.

Artículo 13…

I a VI.…
VII. Obtener una evaluación del desempeño poco sa-
tisfactoria sin justificación, a juicio de la Comisión,
durante dos ejercicios consecutivos;

VIII. Incurrir en cualquiera de las conductas consi-
deradas faltas administrativas graves, en los términos
de la Ley de Responsabilidades, y
IX. Las demás que señalen las leyes aplicables.

Párrafo Derogado.

Artículo 14…

I y II…
III. Elaborar el proyecto de presupuesto anual de la
Auditoría Superior y remitirlo al Congreso, a través
de la Comisión para su revisión, modificación y apro-
bación;
IV al VII…
VIII. Requerir a las entidades el cumplimiento de
obligaciones legales, la información y el auxilio que
se requiera para el ejercicio de la función de revisión
y fiscalización, en los casos y con las modalidades
que prevenga esta Ley y sus reglamentos, imponien-
do en su caso los medios de apremio que señala la
presente Ley.

(Derogados los incisos)
…
IX. Formular y entregar al Congreso, los informes de
las Entidades en los plazos previstos por esta Ley;
X al XIII…
XIV. Derogada.
XV. Solicitar a la autoridad competente la aplicación
del procedimiento de ejecución para el cobro de las
indemnizaciones y sanciones pecuniarias que se im-
pongan en los términos de la Ley de
Responsabilidades;
XVI al XX...
XXI. Expedir el finiquito a los servidores públicos de
las Entidades;
XXII. Formar parte del Comité Coordinador del Siste-
ma Estatal Anticorrupción;
XXIII. Representar junto con el titular de la Secreta-
ría de Contraloría al Comité Coordinador del Sistema
Estatal Anticorrupción ante el Sistema Nacional de
Fiscalización;
XXIV. Rendir un informe anual basado en indicado-
res en materia de fiscalización, debidamente
sistematizados y actualizados, mismo que será pú-
blico y se compartirá con los integrantes del Comité
Coordinador a que se refiere la Ley del Sistema Esta-
tal Anticorrupción y al Comité de Participación
Ciudadana. Con base en el informe señalado podrá
presentar desde su competencia proyectos de reco-
mendaciones integrales en materia de fiscalización y
control de recursos públicos, de prevención, control y
disuasión de faltas administrativas y hechos de co-
rrupción, por lo que hace a las causas que los generan;
XXV. Presentar dentro de los diez días hábiles si-
guientes al plazo establecido para la entrega de la
Cuenta Pública al Congreso el proyecto de plan anual
de fiscalización. Dicho proyecto deberá ser turnado a
la Comisión para su estudio y análisis, el dictamen
que al efecto se emita deberá turnarse al pleno para
su conocimiento dentro de los diez días naturales
siguientes, y
XXVI. Las demás que señalen esta Ley y otras dispo-
siciones legales aplicables.
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Artículo 16. Corresponde al Auditor Superior,
el trámite de los asuntos de su competencia, pero
para la mejor y mayor organización y eficiencia del
trabajo podrá delegar en Auditores Especiales, servi-
dores públicos y subalternos, cualquiera de sus
atribuciones, excepto aquellas que le resulten pro-
pias e indelegables por su naturaleza.

Capítulo QUINTO
De la Comisión Inspectora de la Auditoría

Superior del Congreso del Estado de
Michoacán y del Proceso para la

Determinación de Fianzas

 Artículo 17…

I al IV…
V. Analizar, modificar, evaluar y aprobar el plan anual
de fiscalización de las Cuentas Públicas, Estatal y
Municipal, y conocer los programas estratégico y anual
de actividades que, para el debido cumplimiento de
sus funciones y atribuciones, elabore la Auditoría
Superior, así como sus modificaciones, y evaluar su
cumplimiento. Con respeto a los procedimientos, al-
cances, métodos, lineamientos y resoluciones de
procedimientos de fiscalización podrá formular obser-
vaciones cuando dichos programas omitan áreas
relevantes de la Cuenta Pública;
VI. Fiscalizar, en conjunto con la Unidad, por sí o a
través de servicios de auditoría o consultoría exter-
na, la correcta y debida aplicación de los recursos
asignados a ésta;
VII. Vigilar, en conjunto con la Unidad que el funcio-
namiento de la Auditoría Superior y el desempeño de
sus servidores públicos se apeguen a lo dispuesto
por esta Ley y demás disposiciones aplicables;
VIII al XIII…
XIV. Proponer al pleno la designación del titular de la
Unidad;
XV. Aprobar el programa de actividades de la Unidad y
requerir todo tipo de información relacionada con sus
funciones; de igual forma, aprobar políticas, lineamien-
tos y manuales que la Unidad requiera para el ejercicio
de sus funciones;
XVI. Ordenar a la Unidad la práctica de auditorías a
la Auditoria Superior;
XVII. Las demás que le confieran la presente Ley y
demás disposiciones legales aplicables.

Artículo 18…

…
I al III…
IV. Informe trimestral de las operaciones que haya
practicado y el seguimiento de los informes de cada
ejercicio, dentro de los treinta días naturales siguien-
tes al en que concluya el trimestre.

Artículo 19. La Comisión como medio de inter-
locución presentará al Congreso, el Informe General
de la Revisión de la Cuenta Pública del Estado y de
los ayuntamientos, de auditorías y revisiones practi-
cadas en los plazos y con las modalidades que la Ley
señale, de la aplicación de los recursos de las entida-
des.

Artículo 20. Las Entidades o cualquier ciuda-
dano podrán formular denuncia ante la Comisión
sobre los actos u omisiones de los servidores públi-
cos de la Auditoría Superior que contravengan las
disposiciones de esta Ley y demás legislación aplica-
ble. Recibida la denuncia será turnada, dentro de los
diez días hábiles siguientes, al órgano de Control In-
terno del Congreso, con las observaciones
correspondientes, quien deberá desahogar y resolver
dentro del término de veinte días hábiles, contados a
partir del día hábil siguiente al que reciba el asunto.

Artículo 21. Las fianzas o cauciones que de-
ban entregar los servidores públicos garantizarán la
responsabilidad en el desempeño de su empleo, en-
cargo o comisión.

Artículo 22. Los servidores públicos que de-
ban garantizar su responsabilidad mediante fianza o
caución serán aquellos dispuestos en la Constitu-
ción Local y en la normatividad en materia de
responsabilidades, podrán constituirla de forma indi-
vidual o colectiva sobre bienes privados, propios o
ajenos, que nunca serán públicos.

…

Capítulo Sexto
Del Comité de Dirección

Artículo 25. Para el adecuado desempeño de
la Auditoría Superior, en los términos y condiciones
que determine la Ley y demás normatividad, se esta-
blece un Comité de Dirección, el cual estará integrado
por:

I al V…
VI. El titular de la Unidad de Evaluación y Control.

Artículo 26…

Artículo 27…

I. Ordinarias, por lo menos una vez cada mes; y,
II…
…
…

Artículo 28…

I…
II… Planear la aplicación y recibir los informes de la
aplicación del Fondo, de conformidad con las disposi-
ciones contenidas en el Reglamento respectivo;
III al VII…
VIII. Aprobar los proyectos de lineamientos para es-
tablecer, requerir, tramitar, recibir, registrar, aplicar
y determinar los montos de las fianzas o cauciones a
los servidores públicos que recauden, manejen, cus-
todien o autoricen recursos públicos, en los términos
de esta Ley, y
IX. Revisar y autorizar el proyecto del Programa Ope-
rativo Anual de la Auditoría Superior, propuesto por
el Auditor Superior.

Capítulo Séptimo
De la Cuenta Pública
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Artículo 30…

I. Los estados analíticos de ingresos, egresos, patri-
moniales, programáticos, presupuestarios,
financieros, de deuda pública y contables; señalando
el endeudamiento neto, los Intereses de la deuda y
los pasivos contingentes, así como las variaciones en
la Hacienda Pública que a la administración pública
corresponda; de acuerdo a la legislación aplicable;
 II. La información general que permita el análisis
por resultados, evaluación de desempeño y la eficien-
cia y eficacia de los programas ejecutados así como la
aplicación oportuna de los recursos ministrados, la
cual deberá estar organizada por dependencia y enti-
dad; y,
III…

Artículo 32. La Auditoría Superior conservará
en su poder, bajo reserva, las cuentas públicas y los
informes de derivados la revisión, que contengan, las
responsabilidades derivadas de las irregularidades
que detecte en las operaciones respectivas, así como
de las resoluciones autógrafas en las que se finquen
responsabilidades como consecuencia del ejercicio de
sus facultades.

Artículo 34 bis. Durante la práctica de audito-
rías, la Auditoría Superior convocará a las Entidades
fiscalizadas a las reuniones de trabajo, para la revi-
sión de los resultados preliminares.

Artículo 34 ter. La Auditoría Superior podrá gra-
bar en audio o video, cualquiera de las reuniones de
trabajo y audiencias previstas en esta Ley, previo con-
sentimiento por escrito de la o las personas que
participen o a solicitud de las Entidades fiscalizadas,
para integrar el archivo electrónico correspondiente.

Artículo 34 quáter. La Auditoría Superior, de
manera previa a la fecha de presentación de los In-
formes individuales, dará a conocer a las Entidades
fiscalizadas la parte que les corresponda de los re-
sultados finales de las auditorías y las observaciones
preliminares que se deriven de la revisión de la Cuenta
Pública, a efecto de que dichas Entidades presenten
las justificaciones y aclaraciones que correspondan.

A las reuniones en las que se dé a conocer a
las Entidades fiscalizadas la parte que les correspon-
da de los resultados y observaciones preliminares que
se deriven de la revisión de la Cuenta Pública, se les
citará por lo menos con 10 días hábiles de anticipa-
ción remitiendo con la misma anticipación a las
Entidades fiscalizadas los resultados y las observa-
ciones preliminares de las auditorías practicadas, en
las reuniones si la Entidad fiscalizada estima nece-
sario presentar información adicional, podrá solicitar
a la Auditoría Superior un plazo de hasta 7 días hábi-
les más para su exhibición. En dichas reuniones las
Entidades fiscalizadas podrán presentar las justifi-
caciones y aclaraciones que estimen pertinentes.
Adicionalmente, la Auditoría Superior les concederá
un plazo de 5 días hábiles para que presenten argu-
mentaciones adicionales y documentación soporte,
misma que deberán ser valoradas por esta última para
la elaboración de los Informes individuales.

Una vez que la Auditoría Superior valore las
justificaciones, aclaraciones y demás información a
que hacen referencia los párrafos anteriores, podrá
determinar la procedencia de eliminar, rectificar o
ratificar los resultados y las observaciones prelimi-
nares que les dio a conocer a las Entidades
fiscalizadas, para efectos de la elaboración definitiva
de los Informes individuales.

En caso de que la Auditoría Superior conside-
re que las Entidades fiscalizadas no aportaron
elementos suficientes para atender las observacio-
nes preliminares correspondientes, deberá incluir en
el apartado específico de los informes individuales,
una síntesis de las justificaciones, aclaraciones y
demás información presentada por los mismos.

Artículo 34 quinquies. Lo previsto en los párra-
fos anteriores, se realizará sin perjuicio de que la
Auditoría Superior convoque a las reuniones de tra-
bajo que estime necesarias durante las auditorías
correspondientes, para la revisión de los resultados
preliminares.

Artículo 34 sexies. La Auditoría Superior ten-
drá acceso a contratos, convenios, documentos, datos,
libros, archivos y documentación justificativa y com-
probatoria relativa al ingreso, gasto público y
cumplimiento de los objetivos de los programas de
las Entidades, así como a la demás información que
resulte necesaria para la revisión y fiscalización de la
Cuenta Pública siempre que al solicitarla se expre-
sen los fines a que se destine dicha información.

Artículo 34 septies. Cuando conforme a esta
Ley, los órganos internos de control deban colaborar
con la Auditoría Superior en lo que concierne a la
revisión de la Cuenta Pública, deberá establecerse
una coordinación entre ambos a fin de garantizar el
debido intercambio de información que al efecto se
requiera, y otorgar las facilidades que permitan a los
auditores llevar a cabo el ejercicio de sus funciones.
Asimismo, deberán proporcionar la documentación
que les solicite la Auditoría Superior sobre los resul-
tados de la fiscalización que realicen o cualquier otra
que se les requiera, para realizar la auditoría corres-
pondiente.

Artículo 34 octies. La información y datos que
para el cumplimiento de lo previsto en los dos párra-
fos anteriores se proporcionen, estarán afectos
exclusivamente al objeto de esta Ley.

Artículo 34 nonies. Las auditorías que se efec-
túen en los términos de esta Ley, se practicarán por
el personal expresamente comisionado para el efecto
por la Auditoría Superior o mediante la contratación
de despachos o profesionales independientes, habi-
litados por la misma. Lo anterior, con excepción de
aquellas auditorías en las que se maneje informa-
ción en materia de seguridad pública, así como
tratándose de investigaciones relacionadas con res-
ponsabilidades administrativas, las cuales serán
realizadas directamente por la Auditoría Superior.

En el caso de despachos o profesionales in-
dependientes, previamente a su contratación, la
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Auditoría Superior deberá cerciorarse y recabar la
manifestación por escrito de éstos de no encontrarse
en conflicto de intereses con las Entidades fiscaliza-
das ni con la propia Auditoría.

Asimismo, los servidores públicos de la Audi-
toría Superior y los despachos o profesionales
independientes tendrán la obligación de abstenerse
de conocer asuntos referidos a las Entidades fiscali-
zadas en las que hubiesen prestado servicios, de
cualquier índole o naturaleza, o con los que hubieran
mantenido cualquier clase de relación contractual
durante el periodo que abarque la revisión de que se
trate, o en los casos en que tengan conflicto de inte-
rés en los términos previstos en la Ley de
Responsabilidades.
No se podrán contratar trabajos de auditoría exter-
nos o cualquier otro servicio relacionado con
actividades de fiscalización de manera externa, cuando
exista parentesco por consanguinidad o afinidad hasta
el cuarto grado, o parientes civiles, entre el titular de
la Auditoría Superior o cualquier mando superior de
la Auditoría y los prestadores de servicios externos.

Artículo 34 decies. Las personas a que se re-
fiere el párrafo anterior tendrán el carácter de
representantes de la Auditoría Superior en lo concer-
niente a la comisión conferida. Para tal efecto, deberán
presentar previamente el oficio de comisión respecti-
vo e identificarse plenamente como personal actuante
de dicha Auditoría.

Artículo 34 undecies. Las Entidades fiscaliza-
das deberán proporcionar a la Auditoría Superior los
medios y facilidades necesarios para el cumplimiento
de sus atribuciones, tales como espacios físicos ade-
cuados de trabajo y en general cualquier otro apoyo
que posibilite la realización de sus actividades.

Artículo 34 duodecies. La Auditoría Superior
será responsable subsidiaria de los daños y perjui-
cios que en términos de este capítulo, causen los
servidores públicos de la misma y los despachos o
profesionales independientes, contratados para la
práctica de auditorías, sin perjuicio de que la Audito-
ría Superior promueva las acciones legales que
correspondan en contra de los responsables.

Capítulo Octavo
De las Acciones y Recomendaciones

Derivadas de la Fiscalización

Artículo 34 terdecies. El Auditor Superior en-
viará a las Entidades fiscalizadas, dentro de un plazo
de 10 días hábiles siguientes a que haya sido entre-
gado al Congreso, el informe individual que contenga
las acciones y las recomendaciones que les corres-
pondan. Las Entidades deberán auxiliar aquellos
servidores públicos para que, las o a quienes hayan
tenido tal calidad a efecto que estos presenten la in-
formación que permitan desvirtuar las observaciones.

Con la notificación del informe individual a
las Entidades fiscalizadas quedarán formalmente pro-
movidas y notificadas las acciones y recomendaciones
contenidas en dicho informe, salvo en los casos del
informe de presunta responsabilidad administrativa

y de las denuncias penales y de juicio político, los
cuales se notificarán a los presuntos responsables
en los términos de las leyes que rigen los procedi-
mientos respectivos.

Artículo 34 quaterdecies. La Auditoría Superior
al promover o emitir las acciones a que se refiere esta
Ley, observará lo siguiente:

I. A través de las solicitudes de aclaración, requerirá
a las Entidades fiscalizadas que presenten informa-
ción adicional para atender las observaciones que se
hayan realizado;
II. Tratándose de los pliegos de observaciones, deter-
minará en cantidad líquida los daños o perjuicios, o
ambos a la Hacienda Pública o, en su caso, al patri-
monio de las Entidades;
III. Mediante las promociones del ejercicio de la fa-
cultad de comprobación fiscal, informará a la autoridad
competente sobre un posible incumplimiento de ca-
rácter fiscal detectado en el ejercicio de sus facultades
de fiscalización;
IV. A través del informe de presunta responsabilidad
administrativa, la Auditoría Superior promoverá ante
el Tribunal, en los términos de la Ley de Responsabi-
lidades, la imposición de sanciones a los servidores
públicos por las faltas administrativas graves que
conozca derivado de sus auditorías, así como sancio-
nes a los particulares vinculados con dichas faltas.
En caso de que la Auditoría Superior determine la
existencia de daños o perjuicios, o ambos a la Ha-
cienda Pública o al patrimonio de las Entidades, que
deriven de faltas administrativas no graves, procede-
rá en los términos de la Ley de Responsabilidades;
V. Por medio de las promociones de responsabilidad
administrativa, dará vista a los Órganos Internos de
Control cuando detecte posibles responsabilidades
administrativas no graves, para que continúen la inves-
tigación respectiva y, en su caso, inicien el
procedimiento sancionador correspondiente en los
términos de la Ley de Responsabilidades;
VI. Mediante las denuncias de hechos, hará del co-
nocimiento de la Fiscalía Especializada, la posible
comisión de hechos delictivos, y
VII. Por medio de la denuncia de juicio político, hará
del conocimiento del Congreso la presunción de ac-
tos u omisiones de los servidores públicos a que se
refieren los artículos 104 y 108 de la Constitución,
que redunden en perjuicio de los intereses públicos
fundamentales o de su buen despacho, a efecto de
que se substancie el procedimiento y resuelva sobre
la responsabilidad política correspondiente.

Artículo 34 quindecies. Si del ejercicio de las
facultades de revisión y fiscalización a las entidades
fiscalizadas se detectaran irregularidades que presu-
man la existencia de conductas, actos, hechos u
omisiones que produzcan daños y perjuicios a las
mismas, la Auditoría Superior procederá a requerir a
los servidores públicos y personas físicas y morales
públicas o privadas, con la finalidad de darles a cono-
cer los pliegos de observaciones mediante acta
circunstanciada, para que presenten en un término
de veinte días hábiles improrrogables contados a par-
tir del día hábil siguiente al de su firma, el informe de
sus actuaciones acompañado de la documentación
suficiente, competente y fehaciente en copia debida-
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mente certificada por la autoridad correspondiente,
que permita solventar las posibles irregularidades.

Para garantizar la objetividad e imparcialidad
como atributo de la auditoría integral, se conformará
un equipo institucional por dos ingenieros civiles o
arquitectos, dos licenciados en derecho y dos conta-
dores públicos, como responsables de la fiscalización;
para las demás auditorías serán los auditores espe-
cialistas en la materia de acuerdo al tipo de auditoría
de que se trate.

La Auditoría Superior deberá pronunciarse en
un plazo de sesenta días hábiles improrrogables, con-
tados a partir de su recepción, sobre las respuestas
emitidas, en caso de no hacerlo, se tendrán por aten-
didas las observaciones y recomendaciones.

Del análisis a la información contenida en las
respuestas emitidas podrán resultar otros servido-
res públicos y/o personas físicas y morales, públicas
o privadas, sujetas a investigación, serán incorpora-
dos a la fiscalización de que se trate, conforme a la
presente Ley; sin perjuicio de que la Auditoría Supe-
rior cumpla con el plazo improrrogable de los sesenta
días hábiles establecidos para emitir la valoración
correspondiente.

Una vez concluido el término de los sesenta
días hábiles improrrogables, a efecto de determinar
la existencia o inexistencia de actos, hechos u omi-
siones que la Ley de Responsabilidades señale como
falta administrativa y, en su caso, calificarla como
grave o no grave, el resultado de la valoración efec-
tuada, se dará a conocer a los servidores públicos
fiscalizados mediante Acta Circunstanciada.

En el caso de las observaciones que no sean
solventadas realizará el Informe de Presunta Respon-
sabilidad Administrativa, y se turnará a más tardar
durante los diez días hábiles siguientes a la firma del
Acta Circunstanciada mencionada en el párrafo ante-
rior, ante la autoridad substanciadora de la Auditoría
Superior para dirigir, conducir el procedimiento de
responsabilidades administrativas desde admisión de
dicho informe y hasta la conclusión de la audiencia
inicial.

Si no se encontraren elementos suficientes
para demostrar la existencia de la infracción y la pre-
sunta responsabilidad del infractor, emitirá la
Auditoría Superior un finiquito de conclusión y archi-
vo del expediente, sin perjuicio de que pueda abrirse
nuevamente la investigación si se presentan nuevos
indicios o pruebas y no hubiere prescrito. Dicha de-
terminación, en su caso, se notificará a los servidores
públicos y particulares, así como a los denunciantes
cuando estos fueren identificables dentro de los diez
hábiles siguientes a la firma del Acta Circunstancia-
da.

Artículo 34 sexdecies. Antes de emitir sus re-
comendaciones, la Auditoría Superior analizará con
las Entidades fiscalizadas las observaciones que dan
motivo a las mismas. En las reuniones de resultados
preliminares y finales los Órganos fiscalizados a tra-
vés de sus representantes o enlaces suscribirán

conjuntamente con el personal de las áreas audito-
ras correspondientes de la Auditoría Superior, las
Actas en las que consten los términos de las reco-
mendaciones que, en su caso, sean acordadas y los
mecanismos para su atención. Lo anterior, sin per-
juicio de que la Auditoría Superior podrá emitir
recomendaciones en los casos en que no logre acuer-
dos con las Entidades fiscalizadas.

La información, documentación o considera-
ciones aportadas por las Entidades fiscalizadas para
atender las recomendaciones en los plazos conveni-
dos, deberán precisar las mejoras realizadas y las
acciones emprendidas. En caso contrario, deberán
justificar la improcedencia de lo recomendado o las
razones por los cuales no resulta factible su imple-
mentación.

Dentro de los 30 días hábiles posteriores a la
conclusión del plazo a que se refiere el párrafo que
antecede, la Auditoría Superior enviará al Congreso
un reporte final sobre las recomendaciones corres-
pondientes a la Cuenta Pública en revisión, detallando
la información a que se refiere el párrafo anterior.

Artículo 34 septendecies. La Auditoría Superior,
podrá promover, en cualquier momento en que cuen-
te con los elementos necesarios, el informe de
presunta responsabilidad administrativa ante el Tri-
bunal; así como la denuncia de hechos ante la Fiscalía
Especializada, la denuncia de juicio político, o los in-
formes de presunta responsabilidad administrativa
ante el órgano interno de control competente, en los
términos de esta Ley.

Capítulo Noveno
De La Conclusión de la Revisión

de la Cuenta Pública

Artículo 34 octodecies. La Comisión realizará
un análisis de los informes individuales, en su caso,
de los informes específicos, y del Informe General y
lo enviará a la Comisión de Programación, Presupues-
to y Cuenta Pública. A este efecto y a juicio de la
Comisión, se podrá solicitar a las comisiones de dic-
tamen del Congreso una opinión sobre aspectos o
contenidos específicos de dichos informes.

El análisis de la Comisión podrá incorporar
aquellas sugerencias que juzgue conveniente y que
haya hecho la Auditoría Superior, para modificar dis-
posiciones legales que pretendan mejorar la gestión
financiera y el desempeño de las Entidades fiscaliza-
das.

Artículo 34 novodecies. En aquellos casos en
que la Comisión detecte errores en el Informe Gene-
ral o bien, considere necesario aclarar o profundizar
el contenido del mismo, podrá solicitar a la Auditoría
Superior la entrega por escrito de las explicaciones
pertinentes, así como la comparecencia del Titular de
la Auditoría Superior o de otros servidores públicos
de la misma, las ocasiones que considere necesa-
rias, a fin de realizar las aclaraciones
correspondientes, sin que ello implique la reapertura
del Informe General.
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La Comisión podrá formular recomendaciones
a la Auditoría Superior, las cuales serán incluidas en
las conclusiones sobre el Informe General.

Artículo 34 vicies. La Comisión de Programa-
ción, Presupuesto y Cuenta Pública estudiará el
Informe General, el análisis de la Comisión a que se
refiere esta Ley y el contenido de la Cuenta Pública.
Dicha Comisión someterá a votación del Pleno el dic-
tamen correspondiente a más tardar el 31 de octubre
del año siguiente al de la presentación de la Cuenta
Pública.

El dictamen deberá contar con el análisis por-
menorizado de su contenido y estar sustentado en
conclusiones técnicas del Informe General y recupe-
rando las discusiones técnicas realizadas en la
Comisión, para ello acompañará a su Dictamen, en
un apartado de antecedentes, el análisis realizado
por la Comisión.

La aprobación del dictamen no suspende el
trámite de las acciones promovidas por la Auditoría
Superior, mismas que seguirán el procedimiento pre-
visto en esta Ley.

Capítulo Décimo
De la Fiscalización Durante dl Ejercicio

Fiscal en Curso o de Ejercicios Anteriores

Artículo 34 unvicies. Para los efectos de lo pre-
visto en el artículo 133 de la Constitución, cualquier
persona podrá presentar denuncias fundadas cuando
se presuma el manejo, aplicación o custodia irregular
de recursos públicos, o de su desvío, en los supues-
tos previstos en esta Ley, la Auditoría Superior, previa
autorización de su Titular o por instrucción de la Co-
misión, podrá revisar la gestión financiera de las
entidades fiscalizadas, durante el ejercicio fiscal en
curso, así como respecto a ejercicios fiscales distin-
tos al de la Cuenta Pública en revisión.

Las denuncias podrán presentarse indistin-
tamente ante la Comisión o a la Auditoría Superior.

Artículo 34 duovicies. Las denuncias que se
presenten deberán estar fundadas con documentos y
evidencias mediante los cuales se presuma el mane-
jo, aplicación o custodia irregular de recursos públicos
o de su desvío, en los supuestos establecidos en esta
Ley.

El escrito de denuncia deberá contar, como
mínimo, con los siguientes elementos:

I. El ejercicio en que se presentan los presuntos he-
chos irregulares, y
II. Descripción de los presuntos hechos irregulares.
Al escrito de denuncia deberán acompañarse los ele-
mentos de prueba, cuando sea posible, que se
relacionen directamente con los hechos denunciados.
La Auditoría Superior deberá proteger en todo momen-
to la identidad del denunciante.

Artículo 34 tervicies. Las denuncias deberán
referirse a presuntos daños o perjuicios a la Hacien-
da Pública o al patrimonio de las Entidades, en

algunos de los siguientes supuestos para su proce-
dencia:

I. Desvío de recursos hacia fines distintos a los au-
torizados;
II. Irregularidades en la captación o en el manejo y
utilización de los recursos públicos;
III. Actos presuntamente irregulares en la contrata-
ción y ejecución de obras, contratación y prestación
de servicios públicos, adquisición de bienes, y otor-
gamiento de permisos, licencias y concesiones entre
otros;
IV. La comisión recurrente de irregularidades en el
ejercicio de los recursos públicos, y
V. Inconsistencia en la información financiera o pro-
gramática de cualquier entidad fiscalizada que oculte
o pueda originar daños o perjuicios a su patrimonio.

La Auditoría Superior informará al denuncian-
te la resolución que tome sobre la procedencia de
iniciar la revisión correspondiente.

Artículo 34 quatervicies. El Titular de la Audi-
toría Superior, con base en el dictamen técnico
jurídico que al efecto emitan las áreas competentes
de la propia Auditoría Superior autorizará, en su caso,
la revisión de la gestión financiera correspondiente,
ya sea del ejercicio fiscal en curso o de ejercicios an-
teriores a la Cuenta Pública en revisión.

Artículo 34 quinvicies. Las Entidades fiscaliza-
das estarán obligados a proporcionar la información
que les solicite la Auditoría Superior.

Artículo 34 sexvicies. La Auditoría Superior
deberá reportar en los informes correspondientes el
estado que guarden las observaciones, detallando las
acciones relativas a dichas auditorías, así como la
relación que contenga la totalidad de denuncias reci-
bidas.

Artículo 34 septvicies. De la revisión efectuada
al ejercicio fiscal en curso o a los ejercicios anterio-
res, la Auditoría Superior rendirá un informe al
Congreso, a más tardar a los 10 días hábiles poste-
riores a la conclusión de la auditoría. Asimismo,
promoverá las acciones que, en su caso, correspon-
dan para el fincamiento de las responsabilidades
administrativas, penales y políticas a que haya lugar,
conforme lo establecido en esta Ley y demás legisla-
ción aplicable.

Artículo 34 octovicies. Lo dispuesto en el pre-
sente Capítulo, no excluye la imposición de las
sanciones que conforme a la Ley de Responsabilida-
des procedan ni de otras que se deriven de la revisión
de la Cuenta Pública.

Capítulo Décimo Primero
Del Informe General

Artículo 35. La Auditoría Superior, a través de
la Comisión, presentará al Congreso el Informe de
General de la Revisión, Fiscalización y Evaluación de
la Cuenta Pública de las Entidades, a más tardar el
día 15 del mes de febrero del año siguiente a aquél en
que fueron recibidas.
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El Congreso remitirá copia del Informe al Co-
mité Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción
y al Comité de Participación Ciudadana.

A solicitud de la Comisión, el Auditor Supe-
rior y los funcionarios que éste designe presentarán,
ampliarán o aclararán el contenido del Informe, en
sesiones de la Comisión cuantas veces sea necesa-
rio a fin de tener un mejor entendimiento del mismo,
siempre y cuando no se revele información reservada
o que forme parte de un proceso de investigación. Lo
anterior, sin que se entienda para todos los efectos
legales como una modificación al Informe.

Artículo 36. El Informe de General deberá al
menos contener:

I al X…
XI. Un resumen de las auditorías realizadas y las
observaciones realizadas;
XII. Las áreas claves con riesgo identificadas en la
fiscalización;
XIII. La descripción de la muestra del gasto público
auditado, señalando la proporción respecto del ejer-
cicio de los poderes del Estado, la Administración
Pública Estatal y el ejercido por los órganos constitu-
cionales autónomos;
XIV. Derivado de las Auditorías, en su caso y depen-
diendo de la relevancia de las observaciones, un
apartado donde se incluyan sugerencias al Congreso
para modificar disposiciones legales a fin de mejorar
la gestión financiera y el desempeño de las entidades
fiscalizadas;
XVI. Un apartado que contenga un análisis sobre las
proyecciones de las finanzas públicas contenidas en
los Criterios Generales de Política Económica para el
ejercicio fiscal correspondiente y los datos observa-
dos al final del mismo, y
XVII. La evaluación elaborada por el responsable de
la revisión de la Cuenta Pública a que se refiere el
informe, como conclusión de su trabajo.

Capítulo Décimo Segundo
De los Informes Individuales

Artículo 36 bis Los informes individuales de
auditoría que concluyan durante el periodo respecti-
vo deberán ser entregados al Congreso, por conducto
de la Comisión, el último día hábil de los meses de
junio y octubre, así como el 15 de febrero del año
siguiente al de la presentación de la Cuenta Pública.

Artículo 36 ter. Los Informes Individuales de
auditoría contendrán como mínimo lo siguiente:

I. Los criterios de selección, el objetivo, el alcance,
los procedimientos de auditoría aplicados y el dicta-
men de la revisión;
II. Los nombres de los servidores públicos de la Audi-
toría Superior a cargo de realizar la auditoría o, en su
caso, de los despachos o profesionales independien-
tes contratados para llevarla a cabo;
III. El cumplimiento, en su caso, de la Ley de Ingre-
sos, el Presupuesto de Egresos, la Ley de Deuda
Pública para el Estado de Michoacán de Ocampo y sus
Municipios, de la Ley de Planeación Hacendaria, Pre-
supuesto, Gasto Público y Contabilidad

Gubernamental del Estado de Michoacán y demás dis-
posiciones jurídicas;
IV. Los resultados de la fiscalización efectuada;
V. Las observaciones, recomendaciones, acciones, con
excepción de los informes de presunta responsabili-
dad administrativa, y en su caso denuncias de hechos,
y
VI. Un apartado específico en cada una de las audito-
rías realizadas donde se incluyan una síntesis de las
justificaciones y aclaraciones que, en su caso, las
entidades fiscalizadas hayan presentado en relación
con los resultados y las observaciones que se les
hayan hecho durante las revisiones.

Asimismo, considerará, en su caso, el cum-
plimiento de los objetivos de aquellos programas que
promuevan la igualdad entre mujeres y hombres, así
como la erradicación de la violencia y cualquier forma
de discriminación de género.

Los informes individuales a que hace referen-
cia el presente capítulo tendrán el carácter de
públicos, y se mantendrán en la página de Internet
de la Auditoría Superior, en formatos abiertos confor-
me a lo establecido en la Ley de Transparencia, Acceso
a la Información Pública y Protección de Datos Per-
sonales del Estado de Michoacán de Ocampo.

Artículo 36 quáter. La Auditoría Superior dará
cuenta al Congreso en los informes individuales de
las observaciones, recomendaciones y acciones y, en
su caso, de la imposición de las multas respectivas, y
demás acciones que deriven de los resultados de las
auditorías practicadas.

Artículo 36 quinquies. La Auditoría Superior
informará al Congreso, por conducto de la Comisión,
del estado que guarda la solventación de observacio-
nes a las Entidades fiscalizadas, respecto a cada uno
de los Informes individuales que se deriven de las
funciones de fiscalización.

Para tal efecto, el reporte a que se refiere este
artículo será semestral y deberá ser presentado a más
tardar los días primero de los meses de mayo y no-
viembre de cada año, con los datos disponibles al cierre
del primer y tercer trimestres del año, respectivamen-
te.

El informe semestral se elaborará con base
en los formatos que al efecto establezca la Comisión
e incluirá invariablemente los montos efectivamente
resarcidos a la Hacienda Pública o al patrimonio de
los entes públicos, derivados de la fiscalización de la
Cuenta Pública y en un apartado especial, la aten-
ción a las recomendaciones, así como el estado que
guarden las denuncias penales presentadas y los pro-
cedimientos de responsabilidad administrativa
promovidos en términos de la Ley de Responsabilida-
des y esta Ley. Asimismo deberá publicarse en la
página de Internet de la Auditoría Superior en la mis-
ma fecha en que sea presentado en formato de datos
abiertos conforme a lo establecido en la Ley de Trans-
parencia, Acceso a la Información Pública y Protección
de Datos Personales del Estado de Michoacán de
Ocampo y se mantendrá de manera permanente en la
página en Internet.
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En dicho informe, la Auditoría Superior dará a
conocer el seguimiento específico de las promocio-
nes de los informes de presunta responsabilidad
administrativa, a fin de identificar a la fecha del in-
forme las estadísticas sobre dichas promociones
identificando también las sanciones que al efecto
hayan procedido.

Respecto de los pliegos de observaciones, en
dicho informe se dará a conocer el número de pliegos
emitidos, su estatus procesal y las causas que los
motivaron.

En cuanto a las denuncias penales formula-
das ante la Fiscalía Especializada o las autoridades
competentes, en dicho informe la Auditoría Superior
dará a conocer la información actualizada sobre la
situación que guardan las denuncias penales, el nú-
mero de denuncias presentadas, las causas que las
motivaron, las razones sobre su procedencia o impro-
cedencia, así como, en su caso, la pena impuesta.

Artículo 37…

…

Asimismo, los servidores públicos de la Audi-
toría Superior de Michoacán y los despachos o
profesionales independientes tendrán la obligación
de abstenerse de conocer asuntos referidos a las en-
tidades fiscalizadas en las que hubiesen prestado
servicios, de cualquier índole o naturaleza, o con los
que hubieran mantenido cualquier clase de relación
contractual durante el periodo que abarque la revi-
sión de que se trate, o en los casos en que tengan
conflicto de interés en los términos previstos en la
Ley de Responsabilidades Administrativas.

No se podrán contratar trabajos de auditoría
externos o cualquier otro servicio relacionado con
actividades de fiscalización de manera externa, cuando
exista parentesco por consanguinidad o afinidad hasta
el cuarto grado, o parientes civiles, entre el titular de
la Auditoría Superior de Michoacán o cualquier man-
do superior de la Auditoría y los prestadores de
servicios externos.

Artículo 37 bis. Los servidores públicos de la
Auditoría Superior de Michoacán y, en su caso, los
despachos o profesionales independientes contrata-
dos para la práctica de auditorías, deberán guardar
estricta reserva sobre la información y documentos
que con motivo del objeto de esta Ley conozcan, así
como de sus actuaciones y observaciones.

Artículo 38…

Derogado.

Derogado.

Artículo 40. Derogado.

Artículo 41. Derogado.

Capítulo Décimo Tercero
De las Responsabilidades

Artículo 42. La clasificación de las faltas ad-
ministrativas de los servidores públicos, y personas
físicas y morales, privadas o públicas corresponderá
a lo previsto en la Ley de Responsabilidades.

Artículo 43. Derogado.

Artículo 44. Derogado

Artículo 45. Derogado

Artículo 46. Derogado

Capítulo Décimo Cuarto
Del Procedimiento para la Determinación

y Aplicación de Responsabilidades

Artículo 47. Derogado

Artículo 48. Derogado.

Artículo 49. Derogado.

Artículo 50. Derogado.

Artículo 51. Derogado.

Artículo 52. Derogado.

Artículo 53. Derogado.

Artículo 54. Derogado.

Capítulo Décimo Quinto
Del Recurso de Reconsideración

Artículo 55. La tramitación del recurso de re-
consideración, en contra de las multas impuestas por
la Auditoría Superior, se sujetará a las disposiciones
siguientes:

I. Se iniciará mediante escrito que deberá presentar-
se dentro del término de cinco días hábiles contados
a partir de que surta efectos la notificación de la multa,
que contendrá: la mención de la autoridad adminis-
trativa que impuso la multa, el nombre y firma
autógrafa del recurrente, el domicilio que señala para
oír y recibir notificaciones, la multa que se recurre y
la fecha en que se le notificó, los agravios que a jui-
cio de la entidad fiscalizada y, en su caso, de los
servidores públicos, o del particular, persona física o
moral, les cause la sanción impugnada, asimismo se
acompañará copia de ésta y de la constancia de noti-
ficación respectiva, así como las pruebas documentales
o de cualquier otro tipo supervenientes que ofrezca y
que tengan relación inmediata y directa con la san-
ción recurrida;
II. Cuando no se cumpla con alguno de los requisitos
establecidos en este artículo para la presentación del
recurso de reconsideración, la Auditoría Superior pre-
vendrá por una sola vez al inconforme para que, en
un plazo de cinco días naturales, subsane la irregu-
laridad en que hubiere incurrido en su presentación;
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III. La Auditoría Superior al acordar sobre la admi-
sión de las pruebas documentales y supervenientes
ofrecidas, desechará de plano las que no fueren ofre-
cidas conforme a derecho y las que sean contrarias a
la moral o al derecho, y
IV. Desahogadas las pruebas, si las hubiere, la Audi-
toría Superior examinará todos y cada uno de los
agravios hechos valer por el recurrente y emitirá re-
solución dentro de los diez días hábiles siguientes, a
partir de que declare cerrada la instrucción, notifi-
cando dicha resolución al recurrente dentro de los
cinco días hábiles siguientes a su emisión.

El recurrente podrá desistirse expresamente
del recurso antes de que se emita la resolución res-
pectiva, en este caso, la Auditoría Superior lo
sobreseerá sin mayor trámite.

Una vez desahogada la prevención, la Audito-
ría Superior, en un plazo que no excederá de cinco
días hábiles, acordará sobre la admisión o el desecha-
miento del recurso. En este último caso, cuando se
ubique en los siguientes supuestos: se presente fuera
del plazo señalado; el escrito de impugnación no se
encuentre firmado por el recurrente; no acompañe
cualquiera de los documentos a que se refiere la frac-
ción anterior; los actos impugnados no afecten los
intereses jurídicos del promovente; no se exprese
agravio alguno; o si se encuentra en trámite ante el
Tribunal algún recurso o defensa legal o cualquier otro
medio de defensa interpuesto por el promovente, en
contra de la sanción recurrida.

Artículo 56. La resolución que ponga fin al re-
curso tendrá por efecto confirmar, modificar o revocar
la multa impugnada.

Artículo 57. La interposición del recurso sus-
penderá la ejecución de la multa recurrida, siempre y
cuando el recurrente garantice en cualesquiera de las
formas establecidas por el Código Fiscal del Estado
de Michoacán Ocampo el pago de la multa.

Artículo 58. Derogado

Artículo 59. Derogado

Artículo 60. Derogado

Artículo 61. Derogado

Artículo 62. Derogado

Artículo 63. Derogado

Artículo 64. Derogado

Artículo 65. Derogado

Artículo 66. Derogado

Artículo 67. Derogado

Capítulo Décimo Sexto
De la Determinación de Daños y

Perjuicios Contra la Hacienda Pública
o al Patrimonio de los Entes Públicos

Artículo 68. Si de la fiscalización que realice
la Auditoría Superior se detectaran irregularidades
que permitan presumir la existencia de responsabili-
dades a cargo de servidores públicos o particulares,
la Auditoría Superior procederá a:

I. Promover ante el Tribunal, en los términos de la
Ley de Responsabilidades, la imposición de sancio-
nes a los servidores públicos por las faltas
administrativas graves que detecte durante sus au-
ditorías e investigaciones, en que incurran los
servidores públicos, así como sanciones a los parti-
culares vinculados con dichas faltas;
II. Dar vista a los órganos internos de control compe-
tentes de conformidad con la Ley de Responsabilidades
Administrativas, cuando detecte posibles responsa-
bilidades administrativas distintas a las mencionadas
en la fracción anterior.
En caso de que la Auditoría Superior determine la
existencia de daños o perjuicios, o ambos a la Ha-
cienda Pública o al patrimonio de las Entidades, que
deriven de faltas administrativas no graves,
III. Presentar las denuncias y querellas penales, que
correspondan ante la Fiscalía Especializada, por los
probables delitos que se detecten derivado de sus
auditorías;
IV. Coadyuvar con la Fiscalía Especializada en los pro-
cesos penales correspondientes, tanto en la etapa de
investigación, como en la judicial. En estos casos, la
Fiscalía Especializada recabará previamente la opi-
nión de la Auditoría Superior, respecto de las
resoluciones que dicte sobre el no ejercicio o el de-
sistimiento de la acción penal.

Previamente a que la Fiscalía Especializada
determine declinar su competencia, abstenerse de
investigar los hechos denunciados, archivar tempo-
ralmente las investigaciones o decretar el no ejercicio
de la acción penal, deberá hacerlo del conocimiento
de la Auditoría Superior para que exponga las consi-
deraciones que estime convenientes.

La Auditoría Superior podrá impugnar ante la
autoridad competente las omisiones de la Fiscalía
Especializada en la investigación de los delitos, así
como las resoluciones que emita en materia de decli-
nación de competencia, reserva, no ejercicio o
desistimiento de la acción penal, o suspensión del
procedimiento, y

V. Presentar las denuncias de juicio político ante el
Congreso.

Las denuncias penales de hechos presunta-
mente ilícitos y las denuncias de juicio político,
deberán presentarse por parte de la Auditoría Supe-
rior cuando se cuente con los elementos que
establezcan las leyes en dichas materias.

Las resoluciones del Tribunal podrán ser re-
curridas por la Auditoría Superior, cuando lo considere
pertinente, en términos de lo dispuesto en el artícu-
lo 104, fracción III de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y a la legislación aplica-
ble.
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Artículo 69. La unidad administrativa de la
Auditoría Superior promoverá el informe de presunta
responsabilidad administrativa y, en su caso, pena-
les a los servidores públicos de la propia Auditoría,
cuando derivado de las auditorías a cargo de ésta, no
formulen las observaciones sobre las situaciones irre-
gulares que detecten o violen la reserva de
información en los casos previstos en esta Ley.

Artículo 70. Los órganos internos de control
deberán informar a la Auditoría Superior, dentro de
los treinta días hábiles siguientes de recibido el in-
forme de presunta responsabilidad administrativa, el
número de expediente con el que se inició la investi-
gación o procedimiento respectivo.

Asimismo, los órganos internos de control
deberán informar a la Auditoría Superior de la resolu-
ción definitiva que se determine o recaiga a sus
promociones, dentro de los diez días hábiles poste-
riores a que se emita dicha resolución.

Artículo 71. La Auditoría Superior, en los tér-
minos de la Ley del Sistema Estatal Anticorrupción,
remitirá para su publicación en la plataforma digital
establecida en dicha ley, la información relativa a los
servidores públicos y particulares sancionados por
resolución definitiva firme, por la comisión de faltas
administrativas graves o actos vinculados a éstas a
que hace referencia el presente Capítulo.

TRANSITORIOS

Primero. El presente Decreto entrará en vigor
el día siguiente al de su publicación en el Periódico
Oficial del Gobierno Constitucional del Estado de
Michoacán de Ocampo.

Segundo. Dentro de los noventa días natura-
les siguientes a la entrada en vigor del presente
Decreto, el Congreso del Estado a través de la Comi-
sión Inspectora de la Auditoria Superior de Michoacán,
emitirá convocatoria para la designación del Titular
de la Unidad de Evaluación y Control de la Comisión
Inspectora de la Auditoria Superior de Michoacán.

Tercero. Las funciones de fiscalización y revi-
sión de la Auditoría Superior de previstas en la
presente Ley entrarán en vigor a partir de la Cuenta
de la Hacienda Pública Estatal y Municipales del año
2017.

Cuarto. Las funciones de fiscalización y revi-
sión para el ejercicio del año en curso y de ejercicios
anteriores entrarán en vigor al día siguiente de la
publicación del presente Decreto.

Quinto. La Contraloría Interna del Congreso
del Estado, investigará, sustanciará y sancionará las
faltas administrativas en que incurran los servidores
públicos de la Auditoria Superior de Michoacán de
conformidad con la Ley de Responsabilidades, dictando
los acuerdos y medidas administrativas necesarias
para dar cumplimiento al presente Decreto, hasta en
tanto esté integrada y en funciones la Unidad de Eva-
luación y Control de la Comisión Inspectora de la
Auditoria Superior de Michoacán.

Sexto. El Congreso y la Auditoría Superior de-
berán emitir la normatividad secundaria que les
corresponda en los términos de esta Ley; el primero,
contará con 90 días hábiles para aprobarla a partir de
los proyectos que la Auditoría Superior presente a
través de la Comisión, la segunda, contará con 45
días a partir de que el Congreso apruebe lo que le
compete.

Séptimo. La Auditoría Superior deberá entre-
gar a la Comisión dentro de los noventa días naturales
a partir de la vigencia de la presente Ley, un proyecto
en que se disponga un cronograma que marque tiem-
pos en que el órgano técnico concluya las auditorias
en proceso de revisión o pendientes, así como des-
ahogue los procedimientos administrativos que se
encuentran en trámite o pendientes de resolver, de
las diferentes áreas que integran la Auditoria Supe-
rior de Michoacán, éste deberá ser aprobado por la
Comisión y estará a cargo de la Unidad de Evaluación
y Control de su cumplimiento, de no lograrse la uni-
dad iniciará los procedimientos de responsabilidad por
su incumplimiento.

PALACIO DEL PODER LEGISLATIVO. Morelia, Mi-
choacán, a los 10 días del mes de julio de 2017.

Comisión de Gobernación: Dip. Mario Armando Men-
doza Guzmán, Presidente; Dip. Andrea Villanueva
Cano, Integrante; Dip. Pascual Sigala Páez, Integrante;
Dip. Ángel Cedillo Hernández, Integrante; Dip. Ernes-
to Núñez Aguilar, Integrante.

Comisión Inspectora de la Auditoría Superior de
Michoacán: Dip. Yarabí Ávila González, Presidenta;
Dip. María Macarena Chávez Flores, Integrante; Dip.
Belinda Iturbide Díaz, Integrante; Dip. Juan Pablo
Puebla Arévalo, Integrante; Dip. Wilfrido Lázaro Medi-
na, Integrante.

Comisión de Justicia: Dip. Ángel Cedillo Hernández,
Presidente; Dip. Carlos Humberto Quintana Martínez,
Integrante; Dip. Nalleli Julieta Pedraza Huerta, Inte-
grante; Dip. Ernesto Núñez Aguilar, Integrante; Dip.
Xochitl Gabriela Ruiz González, Integrante.

Comisión Jurisdiccional: Dip. Mary Carmen Bernal
Martínez, Presidenta; Dip. Mario Armando Mendoza
Guzmán, Integrante; Dip. José Daniel Moncada Sán-
chez, Integrante.

Comisión de Puntos Constitucionales: Dip. Rosa
María de la Torre Torres, Presidenta; Dip. Miguel Án-
gel Villegas Soto, Integrante; Dip. Jeovana Mariela
Alcántar Baca, Integrante; Dip. Manuel López Melén-
dez, Integrante; Dip. Mary Carmen Bernal Martínez,
Integrante.
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